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PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE 

LEY ORGÁNICA NÚMERO 119 DE 2015  
SENADO

por medio de la cual se regula la enajenación de 
la propiedad accionaria del Estado y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D.C., 17 de mayo de 2016
Senador
MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO
Presidente Comisión Primera
Honorable Senado de la República 
Ciudad
En cumplimiento del honroso encargo que me im-

partió la Mesa Directiva de la Comisión Primera del 
Senado de la República, me permito presentar informe 
positivo de ponencia para primer debate al Proyecto 
de ley Orgánica número 119 de 2015 Senado, por 
medio de la cual se regula la enajenación de la pro-
piedad accionaria del nivel nacional y se dictan otras 
disposiciones.

La presente ponencia consta de las siguientes partes:
I. Trámite
II. Objetivo y contenido del proyecto de ley

V. Reserva de Ley Orgánica

VII. Proposición
I. TRÁMITE
El proyecto de ley objeto de estudio fue presentado 

el pasado 11 de noviembre de 2015, por la Senadora 
Sofía Gaviria Correa, junto con 37 Senadores de la 

República con el nombre de “Ley Orgánica Isagén”. 
Radicado el proyecto, fue remitido por disposición de 
la Presidencia del Senado de la República a la Comi-
sión Cuarta Constitucional Permanente, al ser conside-
rado de su competencia. No obstante lo anterior, el 18 
de marzo de 2016 la Senadora Sofía Gaviria presentó 

-
nación del proyecto a dicha Comisión Constitucional 
Permanente, al considerar que de conformidad con la 
Ley 3ª de 1992, artículo 2° dicha ley debía ser tramita-
da por la Comisión Primera Constitucional Permanente 

Así las cosas, el 12 de abril de 2016 el Presidente 
del Senado de la República ordenó la reasignación de 
Comisión y repartió el proyecto de ley a la Comisión 
Primera Constitucional Permanente, donde por desig-
nación de la Mesa Directiva le correspondió a la sus-
crita Senadora rendir Informe de Ponencia para primer 
debate, mediante Acta MD-27 de 18 de abril de 2016.

II. OBJETO Y CONTENIDO DEL PROYECTO 
DE LEY

De acuerdo con el texto propuesto, el proyecto de 
ley bajo estudio tiene por objeto incorporar en el orde-
namiento jurídico la autorización por parte del Congre-
so de la República de la enajenación de la propiedad 
accionaria del nivel nacional. La mencionada autoriza-
ción se hará mediante ley de iniciativa gubernamental 
y con base en estudios técnicos y macroeconómicos.

El proyecto de ley cuenta con 7 artículos, incluido el 
de vigencia, distribuidos así:

El artículo 1º desarrolla el objeto de la ley, a decir, 
actualizar la Ley 226 de 1995 en materia de enajena-
ción de la propiedad accionaria estatal.

de 1995 para cambiar la expresión “decidirá” por la de 
“propondrá” frente a la facultad del Gobierno nacional 
acerca de la enajenación de la propiedad accionaria es-
tatal, estableciendo al Gobierno la obligación de pre-
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sentar, en cada caso, un Plan de Enajenación Preliminar 
que deberá incluir el precio, la situación actual y la con-
veniencia técnica y macroeconómica de la enajenación. 

° de la Ley 226 
de 1995, para establecer al Gobierno nacional la obli-
gación de presentar junto con el Programa de Enajena-
ción Preliminar un estudio de impacto macroeconómi-
co en el que deberá incluir la pérdida por cuenta de los 
dividendos otorgados por la empresa a la Nación, su 
reemplazo en la estructura del Presupuesto General de 
la Nación en el corto, mediano y largo plazo, así como 
también una explicación detallada del impacto que en 
el sector de la empresa tendría la enajenación de accio-
nes. Exige igualmente al Ejecutivo que en cada pro-
grama de enajenación propuesto demuestre que dicha 

inversión pública entre todas las opciones disponibles 
tanto en el corto como en el mediano plazo.

El artículo 4º ° de la Ley 226 
de 1995, para incluir la presentación del Proyecto de 
Programa de Enajenación Preliminar junto con su res-
pectivo estudio macroeconómico ante el Congreso de 
la República para su aprobación o desaprobación.

El artículo 5º incorpora un artículo 8A a la Ley 226 
de 1995 para introducir las atribuciones del Congreso 
en materia de enajenación de la propiedad accionaria 

salud, educación, ciencia y tecnología, comercializa-
ción de bienes agropecuarios, empresas de servicios 
públicos domiciliarios y telecomunicaciones. 

El artículo 6º declarara como estratégico para la 
seguridad y soberanía nacional el servicio público de 
energía en todas sus actividades de generación, comer-
cialización, distribución y transmisión, y establece un 
procedimiento especial para su enajenación.

El artículo 7º determina la vigencia de la ley, que 
será a partir de su promulgación en la aceta cial.

III. JUSTIFICACIÓN DE LA INICIATIVA
La cuestión acerca del modelo económico a adoptar 

para el país fue uno de los debates que con más ahín-
co adelantaron los Constituyentes de 1991. Corrían los 
años noventa, y por el mundo entero se alzaba un nue-
vo orden histórico que desde la unipolaridad planteaba 
el papel sagrado del mercado y del capitalismo como 
el modo de producción idóneo para el progreso de los 
pueblos. No obstante lo anterior, sabio fue el Constitu-
yente de 1991 al establecer fronteras al voraz neolibe-
ralismo, y fue precavido de adoptar en la Carta Política 
un modelo económico que si bien no escapó a los vien-
tos de su tiempo, dotó a la República de herramientas 
para garantizar lo que entonces se alzaba como nuestro 
objetivo como Nación: El Estado Social de Derecho.

De esta manera, el Constituyente consagró un mo-
delo de mercado con reconocimiento expreso de la pro-
piedad privada, de la libre actividad económica y de la 
iniciativa privada, en un esquema de libre competencia 
que adquirió el estatus de derecho fundamental; pero a 
la vez aseguró la posibilidad de intervención del Estado 
en todos los campos. Adicionalmente, incluyó las nor-
mas referentes a la economía solidaria, que permiten 
una especie de colectivización de los bienes de produc-
ción1. Así lo sostuvieron los Constituyentes Liberales 

1  Leguizamón Acosta, W. Derecho Constitucional Económico. Editorial 
Ibáñez. Págs. 37-38. 

en la Plenaria de la Asamblea Constituyente al iniciar 
la discusión de los temas económicos: 

-
petencia económica, a tiempo que procuramos un Es-

la sociedad. Nos ponemos a sentar las bases para la 
construcción de un Estado y una sociedad modernos y 
justos, ‘con tanto mercado como sea posible y con tanta 
intervención como sea necesaria’”2.

De esta forma, el Estado asumió su papel como 
-

plimiento a lo dispuesto en el artículo segundo de la 
Carta. Para esto, el Constituyente le asignó, entre otras, 
la función de regulación económica, la función provee-

de hacienda pública, la función de redistribución y la 
función de estabilización económica3.

Esta postura del Constituyente de 1991 se sintetiza 
en el artículo 334 de la Carta, que le otorga al Esta-
do la dirección general de la economía. Este artículo, 
en concordancia con los artículos 150, 179, 200 y 371 
de la Constitución, faculta al Congreso, al Presidente 
y al Banco de la República para adelantar las activi-
dades orientadas a la dirección económica del país, en 
el marco de la colaboración armónica establecida en el 
artículo 1134.

En este esquema, particular rol concedió el Cons-
tituyente al Congreso de la República en materia de 
dirección económica, dado que como consecuencia de 
lo dispuesto en el artículo 150 superior, el Congreso 
tiene la máxima responsabilidad en los asuntos econó-
micos del país, al no escapar ninguna actividad eco-
nómica por fuera de su control institucional5. Así, el 
Congreso, además de sus funciones naturales, es el que 
a través de la ley puede determinar la estructura de la 
administración nacional, crear empresas y sociedades 
de economía mixta, entidades descentralizadas de cual-
quier orden; expedir todas las normas sobre inspección 
y vigilancia; conceder autorizaciones al Gobierno para 
celebrar contratos, negociar empréstitos y enajenar los 
bienes nacionales, crear impuestos y expedir las leyes 
marco frente a la organización del crédito público, 
la regulación del comercio exterior y del régimen de 

-

inversiones y presupuesto y las leyes de intervención 
económica, entre otras6.

Así las cosas, el Ejecutivo debe ceñirse estrictamen-
te al mandato de la ley para desarrollar todas sus fun-
ciones en materia económica, salvo las que de carácter 
excepcional se consagran en el artículo 150 numeral 
10 y en el artículo 215, únicos casos en los que el Go-

2 Perry Rubio, G. Estado y sector privado en la Constitución de 1991 en 
Constitución Económica Colombiana. Editorial El Navegante. Pág. 126.

3  Leguizamón Acosta, W. Derecho Constitucional Económico. Editorial 
Ibáñez. Págs. 41-42.

4  Ibíd. Pág. 201.
5  Ibíd. Pág. 202.
6  Lleras de la Fuente, C. Contexto general de la Constitución Económi-

ca en Constitución Económica Colombiana. Editorial El Navegante. 
Págs. 76-77.
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bierno puede actuar con autonomía frente al poder le-
gislativo7. 

1. La Enajenación de la propiedad accionaria de 
la Nación y la Constitución de 1991

El papel asignado por el Constituyente al Estado en 
materia económica como agente regulador abrió tam-
bién la discusión acerca del papel que debía tener el 
Estado en la vida económico-social del país8, y dado 
que la empresa pública había sido una clara expresión 
de la intervención estatal en la economía, era inevitable 
llegar a la discusión acerca de la privatización de la 
propiedad de la Nación. Es menester resaltar la suma 
importancia que el Constituyente de 1991 dio al tema 
de la enajenación de la propiedad estatal, entendiendo 
el carácter de patrimonio público del mismo fruto de 
los esfuerzos de la sociedad y el Estado.

La discusión sobre la enajenación de la propiedad 
estatal fue abordada por la Comisión Quinta de la 
Asamblea Nacional Constituyente, donde la preocupa-
ción central de los delegatarios residía en que la propie-
dad estatal, una vez privatizada, cayera en pocas manos 
después de la inmensa inversión que en las mismas hi-
ciese el Estado y la sociedad. Al respecto sostuvo el 
Constituyente Guillermo Perry: 

“… [N]osotros en la ponencia9 estamos diciendo 
que lo que queremos evitar es que esto caiga en manos 
de unos pocos, de que cuando la propiedad del Estado, 
que realmente es una propiedad colectiva, de toda la 
sociedad de la cual es titular el Estado, por conside-

prestación de los servicios, se cree necesario llevarla 
a manos privadas; o porque un proceso de estatización 
no deseado, como en el caso de los bancos durante la 

y el Estado invirtieron grandes recursos para volverlas 
otra vez instituciones viables desde el punto de vista 
comercial y económico, para evitar que vuelva a su-
ceder que esa inversión que se ha hecho en cabeza del 
Estado pase a manos de unos pocos particulares”10.

De allí la fórmula que adoptó el Constituyente acer-
ca de la concurrencia de los trabajadores en condicio-
nes especiales para acceder a la propiedad estatal que 
se enajenara. No obstante, los delegatarios hicieron 
claridad en que si bien se plasmaba este principio de 
democratización de la propiedad estatal, esta no cons-
tituía carta blanca para enajenar todos los activos de 
la Nación. Sobre el particular intervino el delegatario 
Angelino Garzón:

“Lo que quiero anotar aquí es entonces que, no va-
yamos terminando nosotros... a estimular la política 
irracional de que hay que privatizar una especie de em-
presas estatales, so pretexto de que se le puede dar be-

-

insisto, se puede combinar, entre la participación de los 

7 Leguizamón Acosta, W. Derecho Constitucional Económico. Editorial 
Ibáñez. Págs. 203-204.

8 Rodríguez Arana citado por Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 
y la Modernización del Estado Colombiano. Universidad Externado de 
Colombia. Pág. 182.

9  Ponencia sobre Propiedad fue presentada ante la Comisión Quinta de 
la Asamblea Nacional Constituyente por los delegatarios Iván Maru-
landa, Guillermo Perry, Jaime Benítez, Angelino Garzón, Tulio Cuevas 
y Guillermo Guerrero.

10  Acta del 11 de abril de 1991. Comisión Quinta de la Asamblea Nacio-
nal Constituyente. Página 22.

trabajadores de esas empresas y organizaciones solida-
rias, organizaciones de comunidad solidaria […]”11.

Así, los ponentes propusieron a la Asamblea Nacio-
nal Constituyente el siguiente artículo en materia de 
enajenación de la propiedad del Estado: 

“Artículo. Enajenación de propiedad del Estado.
Cuando se enajenan participaciones estatales en 

empresas, tienen preferencia las ofertas de organiza-
ciones solidarias”12.

de los delegatarios frente al modelo económico que de-
bía adoptarse en la República, la Constituyente de 1991 

-
ciones, en la cual aseguraba el margen de maniobra de 
cada Gobierno garantizando en todo caso la democra-
tización de la propiedad estatal en caso de enajenación. 
Al respecto nos ilustra el delegatario Iván Marulanda:

“Hemos hecho un gran esfuerzo para no amarrar y 
no atar los instrumentos políticos de esta Constitución 
en lo que a nosotros ha competido proponer para que 
esa sea realmente una democracia de libre oferta y de-
manda, una democracia para que se pueda gobernar, 
una Constitución para que se pueda gobernar con ella 
con las ideas neoliberales o con las ideas socialdemó-
cratas, según sea el mandato de poder que reciban una 
u otra vertiente ideológica y política en determinado 
momento. A pesar de eso nos hemos atrevido a propo-

-
ción de la propiedad del Estado porque efectivamente 
en ese juego político vamos a estar sujetos y abiertos o 
a procesos de estatización o a procesos de privatización 
según sea el estilo de Gobierno que gane el derecho de 
dirigir este país en cada momento, pero la experiencia 
de esos procesos cuando son de privatización, proce-
sos recientes bien conocidos por lo espectaculares, por 
lo importantes, digamos por lo respetables en cuanto 
representan intentos de países de este continente por 
buscarle una salida a su coyuntura, a su encrucijada 
social y económica, esos procesos cuando han sido de 
privatización, repito han tenido siempre la gran amena-
za de que sirvan para privilegiar intereses privados del 
capital privado y en muchísimos casos como en Chi-
le, como ahora en Argentina, signados por la sombra 
de la corrupción, es decir, la privatización no en tanto 
conveniente para una sociedad como una oportunidad 
de tener un enriquecimiento desproporcionado en una 
transacción al amparo de una teoría económica y unas 
condiciones comerciales en ese proceso de privatiza-
ción, no dictadas en la defensa de los intereses públi-
cos tanto como dictadas por los intereses de enriqueci-
miento sin causa, para prevenir esa instancia o mejor 
esa opción de injusticia en la transferencia de bienes 
que son de la sociedad, fruto del esfuerzo colectivo de 
generaciones para cautelar ese interés que tiene toda 
la Nación y toda la colectividad, interés económico en 
esos bienes, se propone en ese inciso una instancia de 
competencia comercial en esas transacciones que pri-
vilegian las ofertas de las organizaciones solidarias”13. 
(Subrayas fuera del texto).

Así las cosas, el marco constitucional de la 
privatización quedó plasmado, principalmente, en los 

11  Ibíd. Página 27.
12  Proyecto de articulado “Propiedad”. Subcomisión Primera de la Comi-

sión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente, 8 de abril de 1991. 
13  Acta del 10 de abril de 1991. Comisión Quinta de la Asamblea Nacio-

nal Constituyente. Págs. 69-70.
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artículos 2º, 60, 101, 150, numeral 7 y 9; 300, numeral 
7; 313, numeral 6; 333, 334, 336, 355, 365 y 366, así 

a la garantía de derechos y a las obligaciones del Estado 
de garantizarlos14. De ellos se coligen, de acuerdo con 
lo expuesto por el ex Magistrado Álvaro Tafur Galvis, 
las siguientes reglas15:

a) El Estado debe actuar en consonancia y para la 
consecución de los nes indicados en la Constitución, 
entre ellos la garantía de los derechos consagrados en 
la Constitución […] 

b) La reserva a favor del Estado de la propiedad 
del subsuelo y los recursos naturales no renovables y 
la precisión de que el espectro electromagnético es un 
bien público, inajenable e imprescriptible […].

c) La garantía de la iniciativa privada dentro de los 
límites del bien común.

d) La libertad económica cuyo alcance, en los tér-
minos de la Constitución Política, puede ser delimita-
do “cuando así lo exijan el interés social, el ambiente 
y el patrimonio cultural de la Nación” […]

e) La Nación, los departamentos, los distritos y los 
municipios pueden, dentro de sus respectivas órbitas, 
crear entidades que desarrollen actividades de natu-
raleza industrial y comercial, ya sea bajo la forma de 
empresas industriales y comerciales del Estado o de 
sociedades de economía mixta […]

f) […] Los servicios públicos son inherentes a la 
nalidad del Estado, siendo deber de este “asegurar su 

prestación e ciente a todos los habitantes del territorio 
nacional” […] Empero, dichos servicios, conforme al 
régimen jurídico especial que je la ley, “pueden ser 
prestados por el Estado, directa o indirectamente, por 
comunidades organizadas o por particulares”. Obje-
tivo fundamental del Estado es “… la solución de las 
necesidades insatisfechas de salud, de educación, de 
saneamiento ambiental y de agua potable” […]

g) Normas especiales de la Constitución prevén ex-
presamente la posibilidad de enajenar o liquidar las 
empresas monopolísticas del Estado cuando no cum-
plan los requisitos de e ciencia en los términos que se-
ñale la ley, pudiendo el Gobierno otorgar a terceros el 
desarrollo de la actividad […]

h) De otra parte, se establecen condicionamientos 
que deben observarse cuando el Estado decida ena-
jenar su participación en una empresa. En efecto, en 
tales supuestos habrán de tomarse las medidas condu-
centes a democratizar la titularidad de las acciones y 
deberá ofrecer a los trabajadores de la empresa, a las 
organizaciones solidarias y de trabajadores, condicio-
nes especiales para acceder a la propiedad accionaria. 

Es menester resaltar, para efectos del estudio del 
presente proyecto de ley, que el último punto mencio-
nado por el doctor Tafur se encuentra consagrado en el 
artículo 60 de la Carta Política, en el que el Constitu-
yente dio estableció las normas generales para la enaje-
nación de los activos del Estado a la vez que ordenaba 
al legislador reglamentar la materia: 

Artículo 60. El Estado promoverá, de acuerdo con 
la ley, el acceso a la propiedad.

14  Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 y la Modernización del Esta-
do colombiano. Universidad Externado de Colombia. Pág. 197.

15  Ibíd. Págs. 197-201.

Cuando el Estado enajene su participación en 
una empresa, tomará las medidas conducentes a de-
mocratizar la titularidad de sus acciones, y ofrecerá 
a sus trabajadores, a las organizaciones solidarias y 
de trabajadores, condiciones especiales para acceder 
a dicha propiedad accionaria. La ley reglamentará la 
materia.

2. La Enajenación de la propiedad accionaria de 
la Nación y la Ley 226 de 1995

Si bien el Constituyente de 1991 tuvo la sabiduría 
de estructurar el modelo económico del país alrededor 
de un esquema mixto que se nutrió tanto del liberalis-
mo económico, como de la intervención y de la econo-

-
guración legislativa el Congreso de la República tomó 
una clara postura a favor del libre mercado, en el cual 
se adoptaron normas que desarrollaban ampliamente el 
modelo neoliberal planteado en el Consenso de Wash-

-
nismos como el Banco Mundial, el Fondo Monetario 
Internacional y el Banco Interamericano de Desarrollo. 
Así, el Congreso de la República posterior a la Cons-
titución de 1991 adoptó, junto con el poder ejecutivo, 
normas en materia de disciplina presupuestaria, reduc-
ción del gasto público, la liberalización de la economía, 
la apertura frente a la inversión extranjera directa, la 
desregulación y, por supuesto, la privatización de las 
empresas públicas.

Esta posición, sustentada en el fracaso de las empre-
sas pública
y el alto índice de corrupción de las mismas, fue debati-
da en el Congreso de la República, que coincidía con la 
tesis de que el Estado debía limitar su papel y “devol-
ver las tareas o servicios realizados hasta entonces por 
entidades públicas a empresarios privados”16.

Fue en ese contexto que el Gobierno nacional, a tra-
vés del Ministro de Hacienda y Crédito Público, Gui-
llermo Perry, presentó a consideración del Congreso de 
la República el Proyecto de ley 150 de 1995 Senado, 
que transitó para convertirse en la Ley 226 de 1995. 
Este proyecto de ley tenía como objetivo desarrollar lo 
dispuesto en el artículo 60 superior, según lo planteado 
en la exposición de motivos, atendiendo al criterio de 
que la transferencia de la propiedad estatal no debía 

la propiedad accionaria, sino que debía ser entendido 
como un desarrollo de la democracia participativa17, 
razón por la cual debían reglamentarse adecuadamen-
te las condiciones especiales de acceso a la propiedad 
accionaria que enajene el Estado para ciertos sectores 

“Se trata de lograr que quienes siempre fueron con-
siderados como objeto del proceso económico sean su-
jetos del mismo. Se retoma así una tendencia universal 
del desarrollo del capitalismo con visión social”18.

En el mismo sentido, el proyecto de ley establecía 
el procedimiento de enajenación de la propiedad ac-
cionaria del Estado. No obstante, el Gobierno nacional 
planteaba este procedimiento en la órbita del derecho 

16  R. Hamer citado por Tafur Galvis, A. Ibíd. Pág. 186.
17  Proyecto de ley número 150 de 1995 Senado, “por la cual se desarro-

lla el artículo 60 de la Constitución Política en cuanto a la enajena-
ción de la propiedad accionaria estatal, se toman medidas para su de-
mocratización y se dictan otras disposiciones”. Publicado en Gaceta 
367 de 1995.

18  Ibíd.
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administrativo, sin mención alguna al papel que pudie-
se cumplir la ley en el proceso de enajenación:

“El procedimiento de enajenación comprende toda 
la serie de actos administrativos por medio de los cua-
les la propiedad accionaria del Estado pasa a manos de 
los particulares”19 (subrayas fuera del texto).

De esta manera fue expedida la Ley 226 de 1995, 
que de acuerdo con la jurisprudencia constitucional 
“constituye una autorización legislativa de carácter 
general para que las entidades interesadas (sea la Na-
ción u otra de distinto nivel), puedan proceder a tal 
enajenación a través de los cauces y procedimientos 
previstos en esa misma ley, sin que para ello se requie-
ra una autorización legislativa de carácter especial”20. 
De acuerdo con este modelo, el Gobierno nacional es 
quien decide en cada caso la enajenación de la propie-
dad accionaria del nivel nacional, elaborando un pro-
grama de enajenación basado en estudios técnicos que 
incluyen la valoración de la entidad, las condiciones 
y naturaleza del mercado, la rentabilidad de la insti-
tución, el valor comercial de activos y pasivos y los 
apoyos de la Nación. Este programa, elaborado por el 
Ministerio titular junto con el Ministerio de Hacienda, 
es presentado a consideración del Consejo de Ministros 
para que emita concepto favorable, tras lo cual se remi-
te al Gobierno nacional para su aprobación21. 

Como se observa, el modelo de enajenación de la 
propiedad accionaria del Estado, adoptado por la Ley 
226 de 1995 limitó el papel de la Rama Legislativa del 
Poder Público, que quedó convertido en un agente pa-
sivo cuyo papel se circunscribió a la reglamentación de 
las condiciones generales del procedimiento de enaje-
nación, sin participar de manera alguna en la enajena-
ción en concreto. 

Frente a este particular se pronunció la Corte Cons-
titucional en Sentencia C-393 de 2012 M. P. Nilson Pi-
nilla Pinilla, al resolver en sede de constitucionalidad 
una demanda en la cual el actor sostenía que la exclu-
sión del Congreso de la República del procedimiento 
de enajenación de la propiedad accionaria del nivel 
nacional desconocía el mandato superior contenido en 
el numeral 9 del artículo 150 de la Carta Política, de 
acuerdo con el cual corresponde al Poder Legislativo 
“conceder autorizaciones al Gobierno para celebrar 
contratos, negociar empréstitos y enajenar bienes na-
cionales”. Al respecto, la Corte Constitucional sostuvo 
que si bien la expedición de una ley general de autori-
zaciones no desconocía la Carta Política, la Ley podía 

-
ral 9 del artículo 150 superior22:

“Respecto de las leyes de autorizaciones que para 
esos efectos deben expedirse, esta corporación ha ex-
plicado que ellas hacen parte de un sistema en el que 
existe dualidad en la titularidad y ejercicio de una fun-
ción constitucional, puesto que dos ramas del poder 
público, la legislativa y la ejecutiva, intervienen de dis-
tinta forma en su cumplimiento. Según lo ha expresado 
la Corte, se trata de funciones que en su esencia corres-
ponden al Gobierno, pues la celebración de contratos 
como vehículo para la satisfacción de necesidades es 
una función tradicionalmente considerada como típica-
mente administrativa, pero cuya efectiva realización 

19  Ibíd.
20  Sentencia C-393 de 2012. M. P. Nilson Pinilla Pinilla.
21  Ley 226 de 1995. Artículos 6° y s.s.
22  Sentencia C-393 de 2012. M. P. Nilson Pinilla Pinilla.

debe ser viabilizada por una decisión legislativa. 
Así, se ha manifestado entonces que las leyes de autori-
zaciones expresan “el beneplácito legislativo para que 
el Gobierno ejerza una función propia dentro de su ám-
bito constitucional”. Ese particular esquema de reparto 
competencial es también una expresión del principio de 
separación de poderes que es esencial a nuestro modelo 
constitucional, así como del control político que des-
de tal perspectiva ejerce el órgano legislativo sobre 
el Gobierno” (Negritas fuera del texto).

“De otra parte, en la referida Sentencia C-086 de 
1995 esta corporación explicó que la autorización es-
pecial de que trata el numeral 9 del artículo 150 su-
perior deberá tramitarse solo en aquellos casos en 
que la misma ley así lo exija, ya que la Constitución 
de 1991, pese a haber mantenido ese mecanismo, se 
abstuvo de regular en qué hipótesis aquel sería ne-
cesario.” (Negritas fuera del texto).

Es menester resaltar que la autorización especial 
que se negó al Congreso de la República frente a la 
enajenación de la participación que la Nación tuviese 
en el capital social de las empresas, sí se concedió a los 
órganos de representación del nivel local y departamen-
tal. Así, de acuerdo con el artículo 17 de la Ley 226 de 
1995, los Concejos Municipales y Asambleas Departa-
mentales autorizan las enajenaciones correspondientes 
al orden territorial. Esta disposición fue adicionada en 
el curso del debate legislativo del que fue objeto el Pro-
yecto de ley número 150 de 1995 Senado, toda vez que 
no fue así propuesto por el Gobierno nacional23. Lla-
ma la atención que el Congreso de la República haya 
concedido dicha competencia a los citados órganos del 
orden territorial al tiempo que renunciaba a su propia 
participación en el proceso de enajenación.

Así las cosas, el proyecto de ley bajo estudio tiene 
-

sagrada en el numeral 9 del artículo 150 superior, de 
manera tal que la decisión de enajenar la participación 
que el Estado tenga en el capital social de las empresas 
sea sometida en cada caso “al beneplácito legislativo”, 
corrigiendo el modelo planteado en la Ley 226 de 1995 
de forma tal que se garantice en su plenitud el princi-
pio de separación de poderes y el control político que 
ejerce el Poder Legislativo sobre el Poder Ejecutivo, 
en consonancia con la colaboración armónica de las ra-

el Estado.
3. Las empresas públicas y los resultados de ena-

jenación de la propiedad accionaria de la Nación.
Las empresas públicas, o sus equivalentes, sur-

gieron en Colombia como “fórmulas organizativas 
mediante las cuales el Estado atiende las múltiples y 
variadas necesidades que ha asumido paulatinamente 
por exigencia de la moderna vida en sociedad, y que 
no se podían satisfacer adecuadamente con la organi-
zación tradicional”24. Los antecedentes de las mismas 
se remontan al Acto Legislativo número 05 de 1954, a 
través del cual se incorporó en la Constitución Política 
la existencia de los establecimientos públicos, tanto a 
nivel nacional como de las entidades territoriales. No 

23  Proyecto de ley 150 de 1995 Senado por la cual se desarrolla el ar-
tículo 60 de la Constitución Política en cuanto a la enajenación de la 
propiedad accionaria estatal, se toman medidas para su democratiza-
ción y se dictan otras disposiciones. Publicado en Gaceta 367 de 1995.

24  Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 y la Modernización del Esta-
do Colombiano. Universidad Externado de Colombia. Pág. 111
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obstante lo anterior, la reglamentación de las mismas 
no se alcanzó sino hasta 1968, cuando los estableci-
mientos públicos, las empresas industriales y comer-
ciales y las sociedades de economía mixta fueron con-
sagradas en la Constitución Política y desarrolladas a 
través de la Ley 65 de 1967.

En los diferentes momentos históricos de la vida 
nacional, fueron surgiendo diferentes organismos que 

pertinente repasar la “paulatina transformación del Es-
tado y la proyección de su acción en los más diversos 

industriales y comerciales”25:
• “En la década de 1920 a 1930, surgieron entre otras 

entidades de carácter empresarial, la Caja de Crédito 
Agrario, Industrial y Minero (Ley 57 de 1931), los Fe-
rrocarriles Nacionales de Colombia (Ley 29 de 1931), 
el Banco Central Hipotecario (Decreto 711 de 1931).

• En el período de 1940 a 1950, aparecieron el Ins-
tituto de Fomento Industrial (Decreto 1157 de 1940), el 
Instituto Nacional de Abastecimiento, posteriormente 
Instituto de Mercadeo Agropecuario (Ley 5ª de 1944), 
la Empresa Siderúrgica Nacional de Paz del Río (Ley 
45 de 1947), la Sociedad Hotel San Diego (Ley 83 de 
1947).

• Entre 1950 y 1960 se registró la creación y la orga-
nización de entidades como el Banco Popular (Decreto 
2143 de 1950), la Empresa Colombiana de Petróleos 
(Decreto 030 de 1951), el Banco Cafetero (Decreto 
2341 de 1953), la Industria Militar (Decreto 3135 bis 
de 1954), la Corporación de Ferias y Exposiciones (De-
creto 1772 de 1954), el Banco Ganadero (Ley 26 de 
1959) y la Empresa Puertos de Colombia (Ley 124 de 
1959).

• Entre 1960 y 1967 fue creado por ley, entre otros, 
el Fondo de Promoción de Exportaciones (Decreto 444 
de 1967).

• Además de los mencionados, debe señalarse la 
creación de sociedades, especialmente de aquellas con 
capital conformado con aportes del Estado y de los 
particulares. Estas sociedades se constituían de manera 
integral con arreglo a las normas de derecho comercial; 
es el caso entre otras entidades, de la Previsora S. A., 
de Artesanías de Colombia S. A., de la Corporación Fi-
nanciera Popular S. A., de los Almacenes Generales de 
Depósito de la Caja Agraria, Idema y el Banco Gana-
dero Almagrario.”26

• “Entre 1968 y 1991, fueron creadas como Empresa 
Industrial y Comercial la Empresa Colombiana de Vías 
(Ferrovias) (Decreto 1588 de 1989), la Corporación 
Nacional de Turismo (Decreto 2700 de 1968), el Servi-
cio Naviero Armada República de Colombia, (Sernac) 
(Decreto Extraordinario 100 de 1984), Promotora de 
Vacaciones y Recreación Social (Prosocial) (Decreto 
1250 de 1974); como Sociedades de Economía Mixta 
la Empresa de Comercialización de Productos Pere-
cederos (Emcoper) (Decreto 1951 de 1973), el Fondo 
para el Financiamiento del Sector Agropecuario (Fina-
gro) (Ley 16 de 1990), la Financiera Energética Nacio-
nal (FEN) (Ley 25 de 1990), la Empresa Colombiana 
de Canalizaciones y Dragados (Emcanales) (Decreto 
1589 de 1989), Sociedad Colombiana de Transporte 

25  Ibíd. Pág. 114
26  Ibíd. Pág. 113-115.

Ferroviario (STF S. A.) (Decreto 1589 de 1989); como 
Sociedades de Capital Público cuyos únicos socios son 
con exclusividad entidades públicas la Financiera de 
Desarrollo Territorial (Findeter) (Ley 57 de 1989), la 

-
pesca) (Ley 13 de 1990), Minerales de Colombia S. A. 
(Mineralco S. A.) y Ecosalud S. A.”27

De estas empresas, muy pocas quedan bajo propie-
dad estatal. El proceso de privatización iniciado en la 

mayoría de las empresas estatales, continuando el Es-
tado con la propiedad de algunas en el sector petróleo; 
algunos bancos que fueron nacionalizados en la crisis 

ser regresados al sector privado, algunas empresas de 
servicios públicos del orden local; y de telecomunica-
ciones del orden nacional.28

De acuerdo con Collazos y Ochoa (2005), el retraso 
de la productividad en los años ochenta hizo que las 
empresas nacionales chocaran con las empresas ex-
tranjeras que entraban en el mercado a comienzos de 
los noventa, debido a que estas contaban con mayor 
capital y un nivel alto de productividad. Esto llevó a 
la reestructuración de las empresas nacionales, siendo 
la privatización un mecanismo complementario, que se 
incentivó tras la crisis de 1996, dado el proceso de re-
cesión que atravesaba el país, sumado con el incremen-
to inusitado del gasto público, con un aumento consi-

29 

Esta situación, sumada al argumento del fracaso del 
Estado como empresario, de acuerdo con el cual las 

30, fortalecieron la 
tesis según la cual el sector público debía ceder a la ini-
ciativa privada una serie de recursos productivos para 
que esta última lleve a cabo su explotación con una ma-

31 Así, en el período 
1990 – 2000 fueron privatizadas 70 empresas del orden 
nacional.32

No obstante lo anterior, de acuerdo con el estudio 
realizado por Collazos y Ochoa (2005)33, en el cual se 
realizó la evaluación del efecto que han generado los 
procesos de privatización en Colombia, tras examinar 

empresas pertenecientes a los sectores minero, indus-
trial, bancario y de servicios públicos, se observó que 
“las trece variables relacionadas con la productividad, 

mostraron cambios sustanciales después de la privati-
zación, contrariamente a los hallazgos reseñados en la 
mayor parte de literatura internacional. Por lo tanto, no 

-
bles se comporten de manera diferente antes y después 

27  Ibíd. Pág. 124-128.
28  Collazos, Jaime y Ochoa Héctor. Los efectos de la estructura monopo-

lística de los mercados en la evaluación de las empresas privatizadas 
en Colombia. Centro Regional de Estudios Económicos del Banco de 
la República – Cali.

29  Ibíd. Pág. 12.
30  Ibíd. Pág. 5.
31  Tafur Galvis, A. La Constitución de 1991 y la Modernización del Esta-

do Colombiano. Universidad Externado de Colombia. Pág. 185.
32  Collazos, Jaime y Ochoa Héctor. Pág. 14-16.
33  Jaime Andrés Collazos es economista del Centro Regional de Estudios 

Económicos del Banco de la República, sucursal Cali, y Héctor Ochoa 
es decano de la Facultad de Ciencias Administrativas y Económicas de 
la Universidad Icesi.
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de la privatización, al pertenecer estas a mercados no 
competitivos”.34 

Respecto de las utilidades netas, demuestra el estu-
dio que las mismas son mayores en las empresas pri-
vadas que en las públicas, dado que cuando la empresa 
se transforma de pública a privada, la gerencia tiene 
un mayor interés en la obtención de utilidades que en 
otros factores, como los de tipo social o de goberna-
bilidad que tanto preocupan a las empresas del Esta-

para los mercados monopolísticos, la gerencia dispone 
de elementos para adoptar precios superiores para el 
volumen óptimo de producción, en el cual los costos 
marginales se igualan con los ingresos marginales, per-
mitiendo una optimización de las utilidades, no obstan-
te que la producción no se desarrolle con una óptima 

35

De otro lado, vale la pena resaltar que la transparen-
cia de los procesos de enajenación de la propiedad esta-
tal incide directamente en los resultados de las empresas 
privatizadas, para garantizar que el nuevo propietario 
sea seleccionado a través de un procedimiento que ga-

gestión de la empresa.36 Al respecto, vale la pena traer 
a colación que el Proyecto de ley número 150 de 1995 
Senado, indicaba que el procedimiento de enajenación 
debía obedecer a criterios técnicos para salvaguardar el 
patrimonio de la Nación, a la vez que debía contar con 

medio de todos los organismos involucrados, a condu-
cir a buen término el proceso de enajenación”.37 Todo 
lo anterior, en el marco de un proceso de transparencia 
de las operaciones que se realizaran dentro del procedi-
miento de enajenación, meta que se lograba, de acuer-
do con el Ministro de Hacienda, con dos limitaciones 
establecidas en el proyecto de ley: El congelamiento de 
la propiedad accionaria durante un período determina-
do y la facultad en cabeza del Gobierno nacional para 
determinar los máximos que cada uno de los futuros 
accionistas pudieran adquirir en cada caso concreto.

Sobre este punto, y vista la importancia de la trans-
parencia en el proceso de enajenación, sin duda el apor-
te del Congreso de la República al mismo es funda-
mental, al ser un escenario de discusión natural en el 
cual la sociedad hubiera podido actuar como veedora 
de los procedimientos de enajenación. Esa oportunidad 
se ha perdido hasta el momento. 

4. Isagén, el antecedente inmediato.
El antecedente inmediato del profundo desequili-

brio que existe entre las ramas Ejecutiva y Legislativa 
del Poder Público en lo referente a la enajenación de 
la participación del Estado en el capital social de una 
empresa es el caso de Isagén, activo estratégico para 
el desarrollo nacional. Durante el proceso de enajena-
ción del cual fue excluido el Congreso de la República, 

34  Collazos, Jaime y Ochoa Héctor. Los efectos de la estructura monopo-
lística de los mercados en la evaluación de las empresas privatizadas 
en Colombia. Centro Regional de Estudios Económicos del Banco de 
la República – Cali. Pág. 27.

35  Ibíd. Pág. 25.
36  Collazos, Jaime y Ochoa Héctor. Los efectos de la estructura monopo-

lística de los mercados en la evaluación de las empresas privatizadas 
en Colombia. Centro Regional de Estudios Económicos del Banco de 
la República – Cali.

37  Proyecto de Ley 150 de 1995 Senado por la cual se desarrolla el ar-
tículo 60 de la Constitución Política en cuanto a la enajenación de la 
propiedad accionaria estatal, se toman medidas para su democratiza-
ción y se dictan otras disposiciones. Publicado en Gaceta 367 de 1995.

80 Senadores de 7 partidos diferentes suscribimos una 
constancia en la cual plasmamos la gravedad que para 

Isagén. 

estratégica, la tercera generadora de energía más im-
portante del país, que aporta el 16,6% de la energía a 
los colombianos. Era una empresa manejada con rigor, 
que en los próximos años tendrá rentabilidad y produc-
tividad a niveles históricos. En 2010, logró una utilidad 
neta de $406.776 millones de pesos, para el 2011 fue de 
$476.712, en el 2012 $460.903, en el 2013 $433.966 y 
para el 2014 $436.583. Sus ingresos en el 2014 fueron 
de 2,3 billones de pesos. Para el 2015, el panorama es 

de sus ingresos operacionales en 2015 por cuenta de 
la operación completa de Hidrosogamoso. La compa-
ñía espera que su Ebitda crezca entre un 50% y 60%, 
así como una reducción de los costos por compras de 
energía pues la capacidad que añade Hidrosogamoso 

tiene la empresa. Además el Capex – inversiones de 
capital – será de solo $250 mil millones, una reducción 
de $750 mil millones desde el $1 billón en promedio 
de los años 2013 y 2014, lo que se traduce en un incre-

un mayor valor para la empresa y posiblemente la en-
trega de mayores dividendos a los accionistas.

Con la venta de Isagen el Estado perdió un activo 
que es estratégico por cuatro razones: 

1. Pertenece a un sector dinámico, que ante el au-
mento de la demanda de energía, no solo en Colom-
bia sino a nivel mundial, ha venido creciendo consi-
derablemente. La demanda energética nacional creció 
4,4% en el último año. En nuestro país dicho cambio ha 

y en la generación de mayores volúmenes de energía 
eléctrica, cuyas inversiones no siempre están a cargo de 
los privados. De hecho, uno de los más grandes proyec-
tos recientes lo lideró Isagen y corresponde a Hidroso-
gamoso, cuya generación estimada se espera alcance 
los 820 MW. Isagén y EPM son las empresas que en 
los últimos años le han apostado al desarrollo de los 
megaproyectos de energía hidroeléctrica en el país, por 
eso la importancia de conservarlas como entes públicos 
y reguladores del sector energético. 

-
ros, y pertenece a un segmento de mercado con grandes 
perspectivas de crecimiento. En el 2012 su margen neto 
fue del 22.42%, el ROA de 3,10% y el ROE de 5,99%. 
Estas cifras implican un margen neto aproximadamente 
3,5% por encima de la mediana de las primeras 10 ge-
neradoras y/o transportadoras de energía del país. 

3. Isagén ha tenido una alta retención de utilidades 
en los últimos años debido a un programa de inversio-
nes que adelanta desde el 2006, y que sumado a otras 

por más de 4,1 billones de pesos, sin comprometer un 
solo peso de la Nación. Estas se espera sigan incre-
mentando las utilidades de la compañía entre el 50% 
y 70%, por lo que haberla vendido se traduce en haber 
asumido todo el riesgo de inversiones sin cosechar las 
utilidades futuras. 

4. La energía es un tema clave en una industria re-
ciente. Garantizar su abastecimiento competitivo será 
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fundamental cuando la industria retome su senda de 
crecimiento. 

Los 6,6 billones de pesos que se recaudaron con la 

todo el plan de infraestructura vial. Para apalancar el 
desarrollo de los 30 proyectos de la llamada cuarta ge-
neración de concesiones (4G), se necesitan 30 billones 
de pesos. Es decir, casi una sexta parte de lo que real-
mente necesita el Gobierno. Con esta decisión, el país 
se quedaría sin los dividendos que genere la empresa, y 

-
tura Vial. 

económico (TIR Económica) para el país del progra-
ma 4G era de 18,3%, una tasa muy superior al retorno 
por la participación accionaria de Isagen de 10,2%. Sin 
embargo, existe detrimento patrimonial cuando para 

activo público cuyo retorno, rentabilidad o costo de 
oportunidad para la Nación es de 10,2% anual, en lugar 
de acudir a alternativas de fondeo con costo de oportu-
nidad inferior para los colombianos.

Adicionalmente, con la venta de Isagén no solamen-
te se entregó a un inversionista privado la infraestructu-
ra que tiene en sus centrales hidroeléctricas y sus plan-
tas de generación térmica, sino el agua que alimenta los 
embalses de dicha empresa y la diversidad biológica 

práctica que el Gobierno vendió a precios irrisorios los 
recursos naturales de la Nación, recursos estratégicos 
fundamentales para el bienestar y la soberanía nacional 
de Colombia: tierra, agua, recursos biogenéticos; así 
como el saber de sus trabajadores, acumulado en años 
de labor, investigación y puesta en marcha de múltiples 
proyectos que ahora garantizan energía eléctrica para 
todo el país.

Isagén es propietaria de grandes extensiones de 
territorio comprometidos en la generación de energía 
eléctrica y en la conservación y protección de especies 

-
moso, el solo embalse ocupa más de 7.000 hectáreas y 
almacena 4.800 millones de metros cúbicos de agua, el 
área de cuenca tributaria suma más de 2.117.800 hec-
táreas. En las zonas de amortiguación o protección de 
embalses se han registrado unas 444 especies de ani-
males en riesgo de extinción muchas de ellas endémi-
cas de nuestro país.

Estos argumentos, entre otros, fueron ignorados por 
el Gobierno nacional, que procedió a la enajenación de 
las acciones que el Estado poseía en Isagén. El Con-
greso de la República, pese al fuerte reclamo que la 
sociedad civil hizo para evitar esta venta, fue un con-
vidado de piedra frente a un proceso fundamental para 
el futuro del país. Así las cosas, queda advertida por la 
experiencia la importancia de que sea la Rama Legisla-
tiva la que apruebe estas enajenaciones, involucrando 
al máximo órgano de representación popular de la Re-
pública en las decisiones que afectan el futuro del país.

5. Conclusión
El Constituyente consagró un modelo de mercado 

con reconocimiento expreso de la propiedad privada, 
de la libre actividad económica y de la iniciativa priva-
da, en un esquema de libre competencia que adquirió el 
estatus de derecho fundamental; pero a la vez aseguró 
la posibilidad de intervención del Estado en todos los 

campos. A su vez, la Constitución le otorgó un papel 
preferencial en materia económica al Congreso de la 
República al interior del Estado, que como delegata-
rio directo de la voluntad popular tiene la máxima res-
ponsabilidad en los asuntos económicos del país, al no 
escapar ninguna actividad económica por fuera de su 
control institucional38. En consecuencia, el Ejecutivo 
entonces debe sujetarse a lo dispuesto en la ley para 
ejercer sus funciones en materia económica.

No obstante lo anterior, el Constituyente adoptó una 
fórmula amplia que permitiera al Poder Legislativo 
adoptar fórmulas respecto del modelo económico, que 
el Congreso orientó hacia el neoliberalismo y a la dis-
minución del papel del Legislador en materia de enaje-
nación de la participación accionaria de la Nación. 

Así las cosas, es natural preguntarse: ¿Por qué el 
Congreso de la República, máxima representación de 
la voluntad popular, queda excluido del procedimiento 
de enajenación de la propiedad accionaria del nivel na-
cional, dada su característica de propiedad colectiva y 
la importancia de su enajenación, como lo expresaron 
los Constituyentes? 

Esta es una pregunta sin respuesta, al menos desde el 
derecho constitucional. Así las cosas, el proyecto de ley 

-
ción especial, de manera tal que la decisión de enajenar 
la participación que el Estado tenga en el capital social 
de las empresas sea sometida en cada caso “al beneplá-
cito legislativo”, corrigiendo el modelo planteado en 
la Ley 226 de 1995 de forma tal que se garantice en 
su plenitud el principio de separación de poderes y el 
control político que ejerce el Poder Legislativo sobre el 
Poder Ejecutivo, en consonancia con la colaboración 
armónica de las Ramas del Poder Público para la reali-

restablecerse el sistema de pesos y contrapesos entre 
las Ramas Legislativa y Ejecutiva del Poder Público, al 

-
pación estatal en el capital social de las empresas en las 
que todavía hace parte la Nación.

En los anteriores términos se destaca la importancia 
de incorporar en la Ley 5ª de 1992 un procedimien-
to especial para que el Poder Legislativo participe del 
proceso de enajenación de la participación del Estado 
en el capital social, conforme a la trascendencia del 
mismo para la Nación. 

IV. IMPACTO FISCAL

de ley nos remitimos a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional que en Sentencia C-625 de 2010 indicó 
que: 

“Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la 
Ley 819/03 constituyen un parámetro de racionalidad 
legislativa, que está encaminado a cumplir propósitos 
constitucionalmente valiosos, entre ellos el orden de 
las nanzas públicas, la estabilidad macroeconómica 
y la aplicación efectiva de las leyes. Esto último en 
tanto un estudio previo de la compatibilidad entre el 
contenido del proyecto de ley y las proyecciones de la 
política económica, disminuye el margen de incerti-
dumbre respecto de la ejecución material de las pre-
visiones legislativas. El mandato de adecuación entre 
la justi cación de los proyectos de ley y la planeación 

38  Ibíd. Pág. 202.
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de la política económica, empero, no puede compren-
derse como un requisito de trámite para la aprobación 
de las iniciativas legislativas, cuyo cumplimiento re-
caiga, exclusivamente, en el Congreso. Ello en tanto 
(i) el Congreso carece de las instancias de evaluación 
técnica para determinar el impacto scal de cada pro-
yecto, la determinación de las fuentes adicionales de 
nanciación y la compatibilidad con el marco scal 

de mediano plazo; y (ii) aceptar una interpretación 
de esta naturaleza constituiría una carga irrazonable 
para el Legislador y otorgaría un poder correlativo de 
veto al Ejecutivo, a través del Ministerio de Hacienda, 
respecto de la competencia del Congreso para hacer 
las leyes. Un poder de este carácter, que involucra una 
barrera en la función constitucional de producción 
normativa, se muestra incompatible con el balance en-
tre los poderes públicos y el principio democrático. Si 
se considera dicho mandato como un mecanismo de 
racionalidad legislativa, su cumplimiento corresponde 
inicialmente al Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico, una vez el Congreso ha valorado, mediante las 
herramientas que tiene a su alcance, la compatibili-
dad entre los gastos que genera la iniciativa legislativa 
y las proyecciones de la política económica trazada 
por el Gobierno. Así, si el Ejecutivo considera que las 
cámaras han efectuado un análisis de impacto scal 
erróneo, corresponde al citado Ministerio el deber de 
concurrir al procedimiento legislativo, en aras de ilus-
trar al Congreso sobre las consecuencias económicas 
del proyecto. El artículo 7º de la Ley 819/03 no puede 
interpretarse de modo tal que la falta de concurrencia 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dentro 
del proceso legislativo, afecte la validez constitucional 
del trámite respectivo.

Como lo ha resaltado la Corte, si bien compete a 
los miembros del Congreso la responsabilidad de esti-
mar y tomar en cuenta el esfuerzo scal que el proyecto 
bajo estudio puede implicar para el erario público, es 
claro que es el Poder Ejecutivo, y al interior de aquel 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el que 
dispone de los elementos técnicos necesarios para va-
lorar correctamente ese impacto, y a partir de ello, lle-
gado el caso, demostrar a los miembros del órgano le-
gislativo la inviabilidad nanciera de la propuesta que 
se estudia. De allí que esta corporación haya señalado 
que corresponde al Gobierno el esfuerzo de llevar a 
los legisladores a la convicción de que el proyecto por 
ellos propuesto no debe ser aprobado, y que en caso 
de resultar infructuoso ese empeño, ello no constituye 
razón su ciente para tener por incumplido el indicado 
requisito, en caso de que las cámaras nalmente deci-
dan aprobar la iniciativa cuestionada39”. 

V. RESERVA DE LEY ORGÁNICA
El presente proyecto de ley propone la creación de 

un procedimiento legislativo mediante el cual el Con-
greso de la República autorizará al Ejecutivo para ena-
jenar la participación de la Nación, razón por la cual 
el mismo debe surtir el trámite correspondiente a las 
leyes orgánicas, según lo dispuesto en el artículo 151 
superior: 

Artículo 151. El Congreso expedirá leyes orgáni-
cas a las cuales estará sujeto el ejercicio de la acti-
vidad legislativa. Por medio de ellas se establecerán 
los reglamentos del Congreso y de cada una de las 
Cámaras, las normas sobre preparación, aprobación 

39  Corte Constitucional. Sentencia C-625 de 2010, M. P. Nilson Pinilla. 

y ejecución del presupuesto de rentas y ley de apropia-
ciones y del plan general de desarrollo, y las relativas 
a la asignación de competencias normativas a las en-
tidades territoriales. Las leyes orgánicas requerirán, 
para su aprobación, la mayoría absoluta de los votos 
de los miembros de una y otra Cámara.

Al respecto ha sostenido la jurisprudencia constitu-
cional: 

“8. La Corte se ha pronunciado en diversas oportu-
nidades sobre la naturaleza y jerarquía de las leyes or-
gánicas, su poder condicionante de la actividad legis-
lativa ordinaria, y la necesidad de que su modi cación 
deba ajustarse al trámite previsto para su aprobación.

La especial jerarquía que revisten las leyes orgáni-
cas deriva de que, además de satisfacer los requisitos 
generales para la aprobación de cualquier otra ley, 
deben cumplir algunas exigencias adicionales. Como 
lo ha destacado la jurisprudencia de esta Corte, las 
leyes orgánicas presentan rasgos y requisitos especia-
les en los siguientes aspectos  (i) el n de la ley; (ii) su 
contenido o aspecto material; (iii) la votación mínima 
aprobatoria: y (iv) el propósito del legislador. 

En cuanto al primer rasgo, el artículo 151 de la 
Carta precisa que a este tipo de leyes “estará sujeto el 
ejercicio de la actividad legislativa”. De manera que 
su nalidad es la de regular una materia especí ca, 
condicionando posteriores desarrollos legislativos, en 
la medida que organiza e integra la materia objeto de 
su regulación.

En cuanto al segundo rasgo, el contenido material, 
la propia Carta indica las materias que conforman la 
reserva de ley orgánica, como excepción a la cláusula 
general de competencia en cabeza del legislador ordi-
nario, y que sirven para proteger procesos considera-
dos de especial importancia por el Constituyente, como 
son el funcionamiento del Congreso, la planeación del 
desarrollo, lo relativo al presupuesto y al ordenamien-
to territorial. En ese orden de ideas, atribuye reserva 
de ley orgánica a las leyes que reglamentan el Con-
greso y cada una de las Cámaras; las normas sobre 
preparación, aprobación y ejecución del presupuesto 
de rentas y ley de apropiaciones; el plan general de de-
sarrollo; y la asignación de competencias normativas 
a las entidades territoriales.

El tercer requisito, comporta la exigencia de un 
umbral especial para la aprobación de un proyecto de 
ley orgánica, consistente en la mayoría absoluta de los 
miembros de una y otra Cámara (C. P., artículo 151). 
Esta aprobación privilegiada pretende “la obtención 
de mayor consenso de las fuerzas políticas representa-
das en el Congreso de la República, lo cual garantiza 
mayor legitimidad democrática a la ley que va a auto-
limitar el ejercicio de la actividad legislativa”.

Finalmente, en lo que concierne al cuarto elemento 
distintivo, el propósito del Legislador, signi ca que en 
el propio trámite legislativo debe aparecer clara, ex-
presa y positiva la voluntad del Congreso de aprobar 
o modi car una ley de naturaleza orgánica. “Esta exi-
gencia busca garantizar la transparencia en el curso 
del debate democrático, y abrir espacios discursivos 
y participativos de control político que, en muchos ca-
sos, no tienen lugar cuando lo que se debate es la apro-
bación de una ley ordinaria”.

En estas condiciones, si un proyecto preten-
de convertirse en ley orgánica deberá reunir no 
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solo los requisitos ordinarios para la aproba-
ción de toda ley, sino, además, las característi-
cas especiales de las leyes de naturaleza orgáni-
ca: la ausencia de cualquiera de ellos provoca su 
inconstitucionalidad”40.

VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES
Para el primer debate del Proyecto de ley Orgánica 

número 119 de 2015 se proponen las siguientes modi-

TEXTO 
PROPUESTO POR 

LOS AUTORES

TEXTO 
PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE

MODIFICACIONES 
PROPUESTAS

Por medio de la cual 
se regula la enajena-
ción de la propiedad 
accionaria del nivel 
nacional y se dictan 
otras disposiciones.

Por medio de la cual 
se reglamenta la ena-
jenación de la partici-
pación de la Nación en 
el capital social de las 
empresas y se dictan 
otras disposiciones.

Se proponen algunas 
-

dacción, así como el 
cambio de la expresión 
“propiedad acciona-
ria” por la de “partici-
pación de la Nación en 
el capital social de las 

de no limitar el alcance 
de la Ley únicamente a 
los casos en los cuales 
la participación en el 
capital social de las 
empresas se encuentre 
representada a través 
de acciones, de acuer-
do con la jurispruden-
cia constitucional en 
la materia (Sentencia 
C-1260 de 2001 M. P. 
Rodrigo Uprimny Ye-
pes).

Artículo 1°. Objeto. 
La presente ley tiene 
por objeto la actuali-
zación de la Ley 226 
de 1995, en materia 
de enajenación de la 
propiedad accionaria 
estatal.

Se elimina. Se elimina el objeto de 
la ley por técnica legis-
lativa.

Artículo 2°. Modi-
fíquese el artículo 
6° de la Ley 226 de 
1995, el cual queda-
rá así:
Artículo 6°. El Go-
bierno propondrá, en 
cada caso, la enaje-
nación de la propie-
dad accionaria del 
nivel nacional, a que 
se refiere el artícu-
lo 1° de la presente 
ley, estructurando 
un programa de ena-
jenación preliminar 
que incluya el precio, 
la situación actual y 
conveniencia técnica 
y macroeconómica. 
Plan que deberá ser 
diseñado para cada 
evento en particular, 
que se sujetará a las 
disposiciones conte-
nidas en esta ley.

Artículo 1°. Modi-
fíquese el artículo 
6° de la Ley 226 de 
1995, el cual quedará 
así:
Artículo 6°. El Go-
bierno presentará un 
proyecto de ley al 
Congreso de la Re-
pública que autorice 
para cada caso la ena-
jenación de la partici-
pación de la Nación 
en el capital social de 
cualquier empresa de 
acuerdo a lo dispuesto 
en el artículo 1° de la 
presente ley estructu-
rando un Programa de 
Enajenación Prelimi-
nar que se sujetará a 
las disposiciones con-
tenidas en esta ley.

-
ciones de redacción 
general del articulado. 

Artículo 3°. Modi-
fíquese el artículo 
7° de la Ley 226 de 
1995, el cual quedará 
así:

Artículo 2°. Modi-
fíquese el artículo 
7° de la Ley 226 de 
1995, el cual quedará 
así:

40  Sentencia C-289 de 2014. M. P. Luis Ernesto Vargas Silva.

TEXTO 
PROPUESTO POR 

LOS AUTORES

TEXTO 
PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE

MODIFICACIONES 
PROPUESTAS

Artículo 7°. Corresponderá al 
Ministerio titular o a aquel al 
cual estén adscritos o vincula-
dos los titulares de la partici-
pación social, en coordinación 
con el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, diseñar el 
programa de enajenación res-
pectivo, directamente o a través 
de instituciones idóneas, públi-
cas o privadas, contratadas para 
el efecto según las normas de 
derecho privado.
El programa de enajenación 
accionaria se realizará con base 
en los estudios técnicos corres-
pondientes, que incluirán la 
valoración de la entidad cuyas 
acciones se pretenda enajenar, 
además de los estudios de im-
pacto macroeconómico hechos 
por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público y deberán 
ser parte integral del proyecto 
de ley.
El estudio de impacto macro-
económico deberá incluir la 
pérdida por cuenta de los di-
videndos otorgados por la em-
presa a la Nación, su reemplazo 
en la estructura del Presupuesto 
General de la Nación en el cor-
to, mediano y largo plazo, así 
como también, una explicación 
detallada del impacto que en el 
sector de la empresa tendría la 
enajenación de acciones.
Junto con el estudio macro-
económico, cada programa de 
enajenación propuesto por el 
Gobierno deberá demostrar 
que dicha enajenación es la 

-
to de inversión pública entre 
todas las opciones disponibles 
tanto en el corto como en el 
mediano plazo.
La valoración, además de las 
condiciones y naturaleza del 
mercado, deberá considerar las 
variables técnicas tales como la 
rentabilidad de la institución, el 
valor comercial de todos los ac-
tivos y los pasivos, los apoyos 
de la Nación, que conduzcan a 
la determinación del valor para 
cada caso de enajenación.
Parágrafo. Del diseño del 
programa de enajenación se 
enviará copia a la Defensoría 
del Pueblo para que esta, si 
lo considera necesario, tome 
las medidas conducentes para 
garantizar la trasparencia del 
mismo.

Artículo 7°. Corres-
ponderá al Ministerio 
titular o a aquel al cual 
estén adscritos o vin-
culados los titulares de 
la participación social, 
en coordinación con el 
Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público, 
diseñar el Programa 
de Enajenación Pre-
liminar respectivo, 
directamente o a tra-
vés de instituciones 
idóneas, públicas o 
privadas, contratadas 
para el efecto según 
las normas de derecho 
privado.
El Programa de Ena-
jenación Preliminar se 
realizará con base en 
los estudios técnicos 
correspondientes, y 
deberá demostrar que 
dicha enajenación es la 

-
ciamiento de inversión 
pública entre todas las 
opciones disponibles. 
Estará conformado 
por la valoración de 
la entidad cuya parti-
cipación se pretenda 
enajenar y el estudio 
de impacto macroeco-
nómico hecho por el 
Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público, 
de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 
10 de la presente ley.

Artículo 4°. Modi-
fíquese el artículo 
8° de la Ley 226 de 
1995, el cual quedará 
así:
Artículo 8°. El Mi-
nistro del Ramo res-
pectivo y el Ministro 
de Hacienda y Crédito 
Público presentarán el 
proyecto de programa 
de enajenación y su 
respectivo estudio ma-
croeconómico a consi-
deración del Consejo 
de Ministros, el cual, 
previo concepto favo-
rable, lo remitirá me-
diante proyecto de

Artículo 3°. Modi-
fíquese el artículo 
8° de la Ley 226 de 
1995, el cual quedará 
así:
Artículo 8°. El Mi-
nistro del Ramo res-
pectivo y el Ministro 
de Hacienda y Crédito 
Público presentarán el 
proyecto de Programa 
de Enajenación Preli-
minar a consideración 
del Consejo de Minis-
tros, que deberá dar 
concepto favorable.
Si así fuere, el Gobier-
no nacional presentará 
un proyecto de ley al

-
ciones de redacción 
general del articulado. 
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MODIFICACIONES 
PROPUESTAS

ley al Congreso de 
la República para su 
posterior aprobación o 
desaprobación.
Parágrafo. El plan 
técnico de enajenación 
y el estudio macro-
económico sobre la 
conveniencia de venta 
de las empresas del 
Estado, debe ser pre-
sentado al Congreso 
de la República duran-
te los primeros 60 días 
del año.
Así mismo, el Con-
greso deberá aprobar 
o improbar el plan 
técnico de enajenación 
y el estudio macroeco-
nómico sobre la con-
veniencia de venta de 
alguna de las empresas 
con participación del 
Estado.
El Ministerio de Ha-
cienda presentará cada 
año, junto con el plan 
de enajenación y estu-
dio macroeconómico, 
al Congreso una rela-
ción de las empresas 
estatales nacionales 
que pasan por un mal 
momento económico.

Congreso de la Repú-
blica que autorice para 
cada caso la enajena-
ción de la participa-
ción de la Nación en 
el capital social de la 
empresa, que deberá 
presentarse junto con 
el Programa de Enaje-
nación Preliminar.
Parágrafo. Dentro de 
los primeros 60 días de 
cada legislatura, el Mi-
nisterio de Hacienda 
presentará al Congreso 
de la República una re-
lación del estado de las 
empresas en las cuales 
tenga participación la 
Nación.

Se elimina la expresión 
“que pasen por un mal 
momento económico” 
que limitaba el alcance 
del informe que debe 
rendir al inicio de cada 
legislatura el Ministro 
de Hacienda y Crédito 
Público.

Artículo 5°. Adicióne-
se un artículo 8°A a 
la Ley 226 de 1995, el 
cual quedará así:
Artículo 8°A. Atri-
buciones del Con-
greso en materia de 
enajenación de la 
propiedad accionaria 
estatal. En el caso de 
la enajenación de la 
propiedad accionaria 
del nivel nacional en 
los sectores minero-

-
ro, salud, educación, 
ciencia y tecnología, 
comercialización de 
bienes agropecuarios, 
empresas de servicios 
públicos domiciliarios 
y telecomunicaciones 
el Gobierno deberá 
presentar el proyecto 
de ley, cuyo contenido 
mínimo será estipulado 
en el artículo 3° de la 
presente ley, para que 
sea aprobado o impro-
bado por el Congreso. 
Cada proyecto pro-
puesto por el Gobierno 
deberá demostrar que 
dicha enajenación es la 

-
ciamiento de inversión 
pública entre todas las 
opciones disponibles 
tanto en el corto como 
en el mediano plazo, 
argumentación que 
hará parte del proyecto 
de ley.

Artículo 4°. Adició-
nese un artículo 217A 
a la Ley 5ª de 1992, el 
cual quedará así:
Artículo 217A. Pro-
cedimiento Legisla-
tivo en materia de 
enajenación de la 
participación en el ca-
pital social de propie-
dad estatal. En cada 
caso de enajenación 
de la participación de 
la Nación en el capi-
tal social de cualquier 
empresa el Gobierno 
deberá presentar el 
proyecto de ley de qué 
trata el artículo 8° de 
la Ley 226 de 1995.
El proyecto de ley 
será presentado por el 
Gobierno nacional a 
la Cámara de Repre-
sentantes y tramitado 
como ley ordinaria.
Parágrafo. Durante el 
trámite del Proyecto 
de Ley deberá cele-
brarse Audiencia Pú-
blica Especial en la 
que los ciudadanos y 
organizaciones intere-
sadas puedan plantear 
sus comentarios.

-
ciones de redacción 
general del articulado.
Como se desarrolla el 
procedimiento legis-
lativo en materia de 
enajenación de la par-
ticipación en el capital 
social de propiedad 
estatal, se propone in-
corporar las disposicio-
nes correspondientes 
a la Ley 5ª de 1992 en 
lugar de la Ley 226 de 
1995. Así, se indica que 
el mismo debe ser tra-
mitado a través de ley 
ordinaria que se debe 
presentar en la Cáma-
ra de Representantes y 
que en su trámite debe 
celebrarse Audiencia 
Pública.
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LOS AUTORES

TEXTO 
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PRIMER DEBATE

MODIFICACIONES 
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Artículo 6°. Seguri-
dad y soberanía na-
cional. Declarar como 
estratégico para la 
seguridad y soberanía 
nacional el servicio 
público de energía en 
todas sus actividades 
de generación, comer-
cialización, distribu-
ción y transmisión.
Para la preservación 
del equilibrio seguro 
en el mercado energé-
tico, ni el sector priva-
do ni ninguna entidad 
privada directamente 
ni como grupo empre-
sarial, personas natu-
rales o jurídicas con-
trolantes, controladas, 
subordinadas o vincu-
ladas, podrá tener más 
del 30% de la capaci-
dad instalada efectiva 
de generación, comer-
cialización, distribu-
ción y transmisión de 
energía en el Sistema 
Interconectado Nacio-
nal (SIN), ni en la co-
mercialización, distri-
bución o transmisión 
nacional.
Parágrafo. A partir de 
la promulgación de la 
presente ley, toda ena-
jenación de la partici-
pación estatal del nivel 
nacional del sector de 
energía eléctrica, de-
berá ser aprobada para 
cada caso por el voto 
favorable de las dos 
terceras partes de cada 
Cámara.

Se elimina. Se elimina el artículo 
por unidad de materia. 

Artículo 5°. Adició-
nese el artículo 217 B 
de la Ley 5ª de 1992, 
el cual quedará así:
Artículo 217B. Con-
tenido del proyecto 
de ley de Enajenación 
de la Participación 
Estatal en el Capi-
tal Social. En cada 
caso particular, junto 
al Proyecto de Ley 
de Enajenación de la 
Participación Estatal 
en el Capital Social 
deberá presentarse 
el Programa de 
E n a j e n a c i ó n 
Preliminar, que 
comprenderá los 
siguientes aspectos:
1. La valoración de la 
entidad cuya participa-
ción se pretenda ena-
jenar, que además de 
las condiciones y na-
turaleza del mercado, 
deberá considerar las 
variables técnicas tales 
como la rentabilidad 
de la institución, el va-
lor comercial de todos

Como se desarrolla el 
procedimiento legis-
lativo en materia de 
enajenación de la par-
ticipación en el capital 
social de propiedad es-
tatal, se propone incor-
porar las disposiciones 
correspondientes a la 
Ley 5ª de 1992 en lugar 
de la Ley 226 de 1995. 
 Se incorpora como re-
quisitos del Programa 
de Enajenación Preli-
minar los elementos de 
valoración técnica de 
la entidad y estudio de 
impacto macroeconó-
mico, a la vez que se 
impone al Ejecutivo la 
obligación de demos-
trar que cada enajena-
ción es la mejor opción 

inversión pública en-
tre todas las opciones 
disponibles tanto en el 
corto como en el me-
diano plazo.
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los activos y los pasivos 
y los apoyos de la Nación 
que conduzcan a la deter-
minación del valor para 
cada caso de enajenación.
2. El estudio de impacto 
macroeconómico, que de-
berá incluir la pérdida por 
cuenta de los dividendos 
otorgados por la empresa a 
la Nación, su reemplazo en 
la estructura del Presupues-
to General de la Nación en 
el corto, mediano y largo 
plazo, así como también, 
una explicación detallada 
del impacto que en el sec-
tor de la empresa tendría la 
enajenación de la participa-
ción de propiedad estatal. 
3. Establecerá las etapas en 
que se realizará el proce-
dimiento de enajenación, 
teniendo en cuenta que, de 
manera privativa, la prime-
ra etapa estará orientada 
a los destinatarios de las 
condiciones especiales in-
dicadas en el artículo 3° de 
la Ley 226 de 1995.
4. Incluirá las condiciones 
especiales a las cuales se 

Ley 226 de 1995.
5. Dispondrá la forma y 
condiciones de pago del 
precio de las acciones.
6. Fijará el precio mínimo 
de las acciones que en desa-
rrollo del programa de ena-
jenación no sean adquiridas 
por los destinatarios de las 
condiciones especiales, el 
cual, en todo caso, no po-
drán ser inferior al que de-
terminen tales condiciones 
especiales.
7. Indicará los demás as-
pectos para la debida 
ejecución del programa 
de venta.
Parágrafo. Cada pro-
grama de enajenación 
propuesto por el Gobier-
no deberá demostrar que 
dicha enajenación es la 

-
ciamiento de inversión 
pública entre todas las 
opciones disponibles.

Artículo 7°. Vigencia. 
La presente ley rige a 
partir de la fecha de su 
publicación en el Dia-

disposiciones que le 
sean contrarias.

Artículo 6°. Vigencia. 
La presente ley rige a 
partir de la fecha de su 
publicación en el Dia-

 y deroga las 
disposiciones que le 
sean contrarias.

-
ciones de redacción 
general del articulado. 

VII. PROPOSICIÓN
Con fundamento en las anteriores consideraciones, 

de manera respetuosa solicito a la Comisión Primera 
del Senado de la República dar primer debate al Pro-
yecto de ley Orgánica número 119 de 2015 Senado, por 
medio de la cual se regula la enajenación de la pro-
piedad accionaria del nivel nacional y se dictan otras 
disposiciones,
propuesto.

De los honorables Senadores,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 119 DE 2015 

SENADO
por medio de la cual se reglamenta la enajenación de 
la participación de la Nación en el capital social de las 

empresas y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 

226 de 1995, el cual quedará así:
Artículo 6°. El Gobierno presentará un proyecto de 

ley al Congreso de la República que autorice para cada 
caso la enajenación de la participación de la Nación en 
el capital social de cualquier empresa de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 1° de la presente ley estructu-
rando un Programa de Enajenación Preliminar que se 
sujetará a las disposiciones contenidas en esta ley. 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 7° de la Ley 
226 de 1995, el cual quedará así:

Artículo 7°. Corresponderá al Ministerio titular o 
a aquel al cual estén adscritos o vinculados los titula-
res de la participación social, en coordinación con el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, diseñar el 
Programa de Enajenación Preliminar respectivo, direc-
tamente o a través de instituciones idóneas, públicas o 
privadas, contratadas para el efecto según las normas 
de derecho privado.

El Programa de Enajenación Preliminar se realiza-
rá con base en los estudios técnicos correspondientes, 
y deberá demostrar que dicha enajenación es la mejor 

-
das las opciones disponibles. Estará conformado por la 
valoración de la entidad cuya participación se pretenda 
enajenar y el estudio de impacto macroeconómico he-
cho por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10 de la pre-
sente ley.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 
226 de 1995, el cual quedará así:

Artículo 8°. El Ministro del Ramo respectivo y el 
Ministro de Hacienda y Crédito Público presentarán 
el proyecto de Programa de Enajenación Preliminar a 
consideración del Consejo de Ministros, que deberá dar 
concepto favorable. Si así fuere, el Gobierno nacional 
presentará un proyecto de ley al Congreso de la Re-
pública que autorice para cada caso la enajenación de 
la participación de la Nación en el capital social de la 
empresa, que deberá presentarse junto con el Programa 
de Enajenación Preliminar.

Parágrafo. Dentro de los primeros 60 días de cada 
legislatura, el Ministerio de Hacienda presentará al 
Congreso de la República una relación del estado de las 
empresas en las cuales tenga participación la Nación.

Artículo 4°. Adiciónese un artículo 217 A a la Ley 
5a de 1992, el cual quedará así:

Artículo 217ª. Procedimiento Legislativo en ma-
teria de enajenación de la participación en el capital 
social de propiedad estatal. En cada caso de enajena-
ción de la participación de la Nación en el capital social 
de cualquier empresa el Gobierno deberá presentar el 
proyecto de ley de qué trata el artículo 8° de la Ley 226 
de 1995.
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El proyecto de ley será presentado por el Gobier-
no nacional a la Cámara de Representantes y tramitado 
como ley ordinaria.

Parágrafo. Durante el trámite del proyecto de ley 
deberá celebrarse Audiencia Pública Especial en la que 
los ciudadanos y organizaciones interesadas puedan 
plantear sus comentarios.

Artículo 5°. Adiciónese el artículo 217B de la Ley 
5ª de 1992, el cual quedará así:

Artículo 217B. Contenido del Proyecto de Ley de 
Enajenación de la Participación Estatal en el Capital 
Social. En cada caso particular, junto al proyecto de ley 
de Enajenación de la Participación Estatal en el Capital 
Social deberá presentarse el Programa de Enajenación 
Preliminar, que comprenderá los siguientes aspectos:

1. La valoración de la entidad cuya participación se 
pretenda enajenar, que además de las condiciones y na-
turaleza del mercado, deberá considerar las variables 
técnicas tales como la rentabilidad de la institución, el 
valor comercial de todos los activos y los pasivos y los 
apoyos de la Nación que conduzcan a la determinación 
del valor para cada caso de enajenación.

2. El estudio de impacto macroeconómico, que de-
berá incluir la pérdida por cuenta de los dividendos 
otorgados por la empresa a la Nación, su reemplazo en 
la estructura del Presupuesto General de la Nación en 
el corto, mediano y largo plazo, así como también, una 
explicación detallada del impacto que en el sector de la 
empresa tendría la enajenación de la participación de 
propiedad estatal. 

3. Establecerá las etapas en que se realizará el pro-
cedimiento de enajenación, teniendo en cuenta que, de 
manera privativa, la primera etapa estará orientada a 
los destinatarios de las condiciones especiales indica-
das en el artículo 3° de la Ley 226 de 1995.

4. Incluirá las condiciones especiales a las cuales se 

5. Dispondrá la forma y condiciones de pago del 
precio de las acciones.

6. Fijará el precio mínimo de las acciones que en 
desarrollo del programa de enajenación no sean adqui-
ridas por los destinatarios de las condiciones especia-
les, el cual, en todo caso, no podrán ser inferior al que 
determinen tales condiciones especiales.

7. Indicará los demás aspectos para la debida ejecu-
ción del programa de venta.

Parágrafo. Cada programa de enajenación pro-
puesto por el Gobierno deberá demostrar que dicha 

inversión pública entre todas las opciones disponibles.
Artículo 6°. Vigencia. La presente ley rige a partir 

de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

De los honorables Senadores,

* * *

INFORME DE PONENCIA 
 PARA PRIMER DEBATE, AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 11 DE 2015 SENADO
por medio de la cual se establecen medidas de 
protección para personas en condición de discapacidad 

y se dictan otras disposiciones.
1. Objeto del proyecto de ley
El presente proyecto de ley tiene como objetivo fun-

damental, subsanar debilidades normativas, e imple-
mentar algunas disposiciones, que permitan disminuir 
a lo mínimo posible las barreras que aún experimenta 
la población con discapacidad en la búsqueda del goce 
pleno de sus derechos y libertades.

2. Antecedentes
El Proyecto de ley número 11 de 2015 Senado, de 

autoría principal de los honorables Senadores Orlando 
Castañeda Serrano, Honorio Miguel Henríquez Pine-
do, Álvaro Uribe Vélez, y la honorable Representante 
Margarita Restrepo Acosta, en conjunto con la Banca-
da del Partido Centro Democrático. Fue radicado como 
iniciativa ante la Secretaría General del Senado de 
República, el día 22 de julio del año 2015, y publicado 
en la Gaceta del Congreso número 540 de 2015.

Una vez repartido el proyecto de ley para cono-
cimiento de la Comisión Séptima Constitucional Per-
manente, fuimos asignados como ponentes de esta ini-
ciativa.

3. Contenido y alcance del proyecto de ley
El Proyecto de ley número 11 de 2015 Senado, con-

sta de (8) capítulos y (26) artículos, referentes a aspec-
tos que se señalarán a continuación:

CAPÍTULO I. ALCANCE Este capítulo deter-
mina ¿qué se entiende por personas en condición de 

en la “Convención sobre los Derechos de Personas con 
Discapacidad”, aprobada por Colombia mediante la 
Ley 1346 de 2009. Así mismo, establece que la condi-
ción de persona en condición de discapacidad debe ser 

de facilitar el acceso a subsidios, prestaciones, planes, 
programas, y proyectos públicos, como privados que 

CAPÍTULO II. SOBRE BENEFICIOS DE RE-
TIRO Y PENSIONES Trata de la oportunidad para 
que la población en condición de discapacidad, pueda 

cotizante y no pierdan la de su familiar en primer gra-
do cotizante, siempre y cuando, cada una no supere 

tenga un apoyo de refuerzo al que accedió también su 
familiar al cotizar.

CAPÍTULO III. SOBRE LOS PROGRAMAS 
DEL APOYO 
población en condición de discapacidad, a través de un 
centro de cuidado día, programas en la Caja de Com-
pensación, un subsidio de apoyo para la atención en 
salud, y la atención prioritaria.

CAPÍTULO IV. SOBRE CUOTAS PARA PER-
SONAS EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD, 
CAPACITACIÓN, EDUCACIÓN Y EMPREN-
DIMIENTO. Este capítulo establece algunos parámet-
ros en cuanto a educación y emprendimiento, que fa-
vorecen el libre desarrollo de la población en condi-



Página 14 Martes, 17 de mayo de 2016 GACETA DEL CONGRESO  283

ción de discapacidad, para lo cual se abordan 4 frentes: 
primero, establecer 1% de cuota de los cupos del Sena 
para las personas en condición de discapacidad, sin 
desmérito de las exigencias académicas del SENA; se-
gundo, sobre investigación, el Gobierno junto con las 
instituciones y entidades de educación técnica y superi-
or deberá promover el desarrollo de tecnologías a favor 
de mejorar la calidad de vida de la población en condi-
ción de discapacidad; tercero, en cuanto a los docentes, 
se implementaran medidas para garantizar la inclusión 
de los principios de reconocimiento a la población en 
condición de discapacidad dentro de los planes de for-

subsidios académicos e incentivos, para la formación 
de profesionales docentes en educación especial que 
puedan participar en aulas regulares. Además, el Min-
isterio de Educación deberá garantizará una población 
mínima de educadores en cada Institución con for-
mación relacionada; cuarto, la infraestructura en cole-
gios regulares, deberá reconocer las condiciones dis-
capacitantes de los estudiantes, además de garantizar 
que la educación física o vocacional no susceptible de 
ser recibida por su condición de discapacidad, sea re-
emplazada por terapias acordes.

CAPÍTULO V. SOBRE EL TRABAJO. Aborda 
temas importantes para la población en condición de 
discapacidad, los cuales implican incluir dentro de la 
Ley 1221 de 2008, artículo 3°, parágrafo 1°, al Tele-

en condición de discapacidad o cuidadores permanen-
tes con características especiales, para que también 
se hagan partí
1997, artículo 26, en el sentido que el despido puede 
darse a esta población siempre y cuando exista una 
causa justa.

CAPÍTULO VI. SOBRE VIVIENDA. Se es-
tablecerá para todos los programas de VIS, VIP, o 

atender población en condición de discapacidad, con 
apoyo adicional del Fondo Nacional del Ahorro; adi-
cionalmente de los recursos asignados para mejora-
miento de Vivienda, el Ministerio de Vivienda garan-
tizará al menos un 5% de los recursos para población 
en condición de discapacidad.

CAPÍTULO VII. SOBRE REHABILITACIÓN. 
En cuanto a la rehabilitación, se incluirán dentro de 

pañales, sondas y tecnologías de asistencia, que me-
joren la calidad de vida de las personas en condición 
de discapacidad y los adultos mayores. Se implemen-

de Funcionamiento, Discapacidad y Salud para que 
hagan parte de los sistemas de información en salud, 
y se capacitará a los profesionales de la salud en los 
mismos.

CAPÍTULO VIII. DISPOSICIONES GENE-
RALES. Establece unos aspectos generales adiciona-

discapacidad del país.
De los artículos que contempla el proyecto.
CAPÍTULO I. ALCANCE
Artículo 1° – 

condición de discapacidad en los mismos términos de 
la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad.

Artículo 2° – Contempla la obligación de regis-
trarse como persona en condición de discapacidad y 
otorga la potestad de determinar la condición de dis-
capacidad al médico tratante a través de la EPS, IPS, 
o la Junta médica especializada.

CAPÍTULO II. SOBRE BENEFICIOS DE 
RETIRO Y PENSIONES

Artículo 3° – Plantea la posibilidad de que las per-
sonas en condición de discapacidad accedan hasta a 
dos pensiones por un monto máximo acumulado de 2 
salarios mínimos.

CAPÍTULO III. SOBRE LOS PROGRAMAS 
DEL APOYO

Artículo 4° – Crea centros de apoyo “día” para 
atender a la población de niños(as) y adolescentes del 
país, al igual que madres gestantes en condición de 
discapacidad. Con apoyo del Bienestar familiar.

Artículo 5° – Obliga a las Cajas de Compensación 
Familiar a contar con programas de cobertura para la 
población discapacitada.

Artículo 6° – Crea zonas de recreación pública 
para personas en condición de discapacidad, en cabe-
za del IDRD.

Artículo 7° – Crea un subsidio de apoyo en salud, 
para la población en condición de discapacidad perte-
necientes al Sisbén nivel 1, 2 y 3.

Artículo 8° – Obliga a las entidades públicas a 
atender de forma prioritaria a la población en condi-
ción de discapacidad.

CAPÍTULO IV. SOBRE CUOTAS PARA PER-
SONAS EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD, 
CAPACITACIÓN, EDUCACIÓN Y EMPREN-
DIMIENTO.

Artículo 9° – Destina el 1% de los cupos en uni-
versidades públicas, privadas y en el SENA para la 
inclusión de la población en estado de discapacidad a 
la educación superior y programas del Sena.

Artículo 10 – Obliga a la capacitación de los do-
centes en temas de inclusión social.

Artículo 11 – Crea programas de capacitación 
para la comunidad docente a cargo de las Secretarías 
de Educación y el Sena. Además, les otorga un punta-
je para el ascenso en el escalafón docente.

Artículo 12 – Obliga al Ministerio de Educación 
al fomento de la formación de profesionales en edu-
cación especial y al crecimiento de la planta de edu-
cadores con conocimiento en atención a la población 
discapacitada.

Artículo 13 – Promueve la investigación y el de-
sarrollo de tecnologías que impacten a la población 
discapacitada.

Artículo 14 – Crea un subsidio académico con el 

investigación enfocada en la población discapacitada.
Artículo 15 – Obliga a la adaptación de la in-

fraestructura de las instituciones de educación a las 
necesidades de la población discapacitada.

Artículo 16 – Se otorgan a los niños terapias de 
remplazo por al menos durante la mitad del tiempo 
destinado a educación física o vocacional.
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CAPÍTULO V. SOBRE EL TRABAJO
Artículo 17 – Incluye a las personas que tienen a 

su cargo personas en condición de discapacidad dentro 
de quienes hacen parte de la población vulnerable, para 
que se les dé prioridad en temas de teletrabajo.

Artículo 18 – 
de forma en que se da claridad a la posibilidad de des-
pedir a una persona discapacitada cuando se cumple 
una de las justas causas contempladas en el Código 
Sustantivo del Trabajo.

CAPÍTULO VI. SOBRE VIVIENDA
Artículo 19 – Otorga a la población discapacitada 

el 5% de los cupos en programas de vivienda.
Artículo 20 – Otorga a la población discapacitada 

el 5% de los recursos asignados al mejoramiento y rea-
decuación de vivienda.

CAPÍTULO VII. SOBRE REHABILITACIÓN
Artículo 21- Obliga al Ministerio de Salud y Pro-

tección Social a incluir las sillas de ruedas, pañales, 
sondas y tecnologías de asistencia dentro de los ben-

Artículo 22 – Implementa dentro del Sistema 

Funcionamiento, Discapacidad y Salud.
Artículo 23 – Elimina el gravamen sobre imple-

mentos ortopédicos, materia prima de estos, medica-
mentos y un vehículo especial por persona, siempre 
que estos sean usados para la atención de una per-
sona con discapacidad. Al mismo tiempo prohíbe 
trasladar el dominio del vehículo por un periodo de 
5 años.

CAPÍTULO VIII. DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 24 – Obliga al gobierno a generar un es-

tadístico de la población en condición de discapacidad.
Artículo 25 – Obliga a la difusión de planes de 

sensibilización, cultura y respeto hacia la población en 
condición de discapacidad.

Artículo 26 – Crea un sistema de información gra-
tuito para las personas en condición de discapacidad, 

el Estado les brinda.
4. Marco Constitucional y Legal
El presente proyecto de ley, del que trata esta ponen-

cia, es de iniciativa Congregacional, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 140 numeral 1 de la Ley 5ª 
de 1992. Y adicionalmente acoge los principios de ini-
ciativa legislativa, formalidad en publicidad, unidad de 
materia y título de ley, contenidos en los artículos 150, 
154, 157, 158 y 169 de la Constitución Política.

A. Constitución Política
Artículo 1°. “Colombia es un Estado Social de 

Derecho, (…) democrática, participativa y pluralista, 
fundada en el respeto de la dignidad humana, en el tra-
bajo y la solidaridad de las personas que la integran y 
en la prevalencia del interés general”.

Artículo 14. “Todas las personas nacen libres e 
iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mismos dere-
chos, libertades y oportunidades (…)”

B. Legislación y Reglamentación Colombiana.

Ley 115 de 1994 (Ley General de Educación) 
Título III, Capítulo 1, artículo 46. “Integración con 
el servicio educativo”. (…) “La educación para per-
sonas con limitaciones físicas, sensoriales, psíqui-
cas, cognoscitivas, emocionales o con capacidades 
intelectuales excepcionales, es parte integrante del 
servicio público educativo (…)”.

Ley 361 de 1997. Por la cual se establecen me-
canismos de integración social de las personas con 
limitación y se dictan otras disposiciones.

Ley 762 de 2002. Por medio de la cual se aprueba 
la “Convención Interamericana para la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación contra las 
Personas con Discapacidad.

Ley 1145 de 2007. Por medio de la cual se orga-
niza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan 
otras disposiciones.

Ley 1346 de 2009. Por medio de la cual se aprue-
ba la “CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD”, adoptada 
por la Asamblea General de la Naciones Unidas el 13 
de diciembre de 2006.

Ley 1618 de 2013. Por medio de la cual se es-
tablecen las disposiciones para garantizar el pleno 
ejercicio de los derechos de las personas con disca-
pacidad.

Decreto número 1860 de agosto 3 de 1994, ar-
tículo 38. (…)”Con el n de facilitar el proceso de 
formación de un alumno o de un grupo de ellos, los 
establecimientos educativos podrán introducir excep-
ciones al desarrollo del plan general de estudios y 
aplicar para estos casos planes particulares de acti-
vidades adicionales, dentro del calendario académi-
co o en horarios apropiados, mientras los educandos 
consiguen alcanzar los objetivos. De manera similar 
se procederá para facilitar la integración de alumnos 
con edad distinta a la observada como promedio para 
un grado o con limitaciones o capacidades persona-
les excepcionales”.

Decreto número 2082 de 1996. Por el cual se 
reglamenta la atención educativa para personas con 
limitaciones o con capacidades o talentos excepcio-
nales.

Decreto 366 de 2009. Por medio del cual se 
reglamenta la organización del servicio de apoyo 
pedagógico para la atención de los estudiantes con 
discapacidad y con capacidades o con talentos excep-
cionales en el marco de la educación inclusiva.

Conpes Social 80 de 2004. Política pública de dis-
capacidad como parte del Plan Nacional de Desarrollo 
2003-2006: “Hacia un Estado Comunitario”

Conpes Social 166 de 2013. Política Pública Na-
cional de Discapacidad e Inclusión Social liderada 
por el Sistema Nacional de Discapacidad (SND), el 
seguimiento a las acciones

Plan Decenal de Educación 2006-2016. Atención 
Educativa a las personas con discapacidad. Garantía 

acceso, permanencia y calidad. 
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5. Consideraciones generales, justi cación y 
pliego de modi caciones al proyecto de ley para 
primer debate

A pesar de las leyes existentes en el país en materia 
de discapacidad, la condición de la población con dis-
capacidad sigue siendo alarmante. Revisados algunos 
de los hallazgos contemplados en la exposición de mo-
tivos del proyecto de ley citado, se pueden observar 
varios aspectos preliminares que deben ser mejorados 

-
cación real a sus derechos. Como primera medida, se 

por “población con discapacidad” acorde a las conven-

el país.
Llama la atención que el RLCPD (Registro de Lo-

calización y Caracterización de Personas con Disca-
pacidad), que fue diseñado por el Ministerio de Salud 
y Protección Social a la fecha no se encuentra actual-
izado, su actualización se ha convertido en un proceso 
lento y no permanentemente, conllevando una subesti-
mación de la población y una precaria caracterización 
de la misma. Entre 2014 y 2015, el Registro establecía 
1.121.2741 personas con discapacidad, mientras el 
DANE registra, 2.624.898 PcD, esto equivale al 6,3% 
del total de la población, por lo que se puede establecer 
que esta población, NO está siendo objeto directo y 

-
supuesto necesario para la atención de esta población 
no está contemplando la población total.

Por otro lado, la mayor parte de la población con 
discapacidad está entre los mayores de 80 años (casi 
40%), y los menores de 19 años (20%); lo que ubica a 
la mayoría de la población con discapacidad en una 
situación de superior vulnerabilidad, y los hace su-
jetos de doble condición especial de protección, por 
ser adultos mayores y niños (de acuerdo a la señal-
ado por la Corte)2. Esto implica la necesidad legal 
de emprender mayores esfuerzos en estrategias tanto 
para la población mayor, como frente a los programas 
actuales de educación.

El RLCPD, además reporta un número considerable 
de adultos y niños con discapacidad, que poseen una 
situación económica precaria, alrededor del 61%3 de 
las personas con discapacidad no percibe ningún tipo 
de ingreso para subsistir, si a esto se le suma que en 
muchos de los casos, están “permanentemente inca-

1  Ministerio de Salud y Protección Social. RLCPD.
2  CORTE CONSTITUCIONAL T-513 DE 2014 “(…) i) tiene doble 

calidad de sujeto de especial protección constitucional –adulto ma-
yor y disminuido físicamente– (…)” CORTE CONSTITUCIONAL 
T-824-2010 (…) tiene una doble condición de sujeto de especial pro-
tección constitucional en razón a su edad y a su discapacidad (…)”.

3  RLCPD. Ministerio de Salud y Protección Social. 2013.

pacitados para trabajar”4, la restricción en el acceso 
a una pensión se acrecienta, aumentando su vulnerabi-
lidad y la de sus familias. Adicionalmente, solamente 
el 28,6% de las personas con discapacidad, mayores de 
18 años, tienen ocupación. Solo un 5,9% de los jóvenes 
y adultos con discapacidad cotiza a pensiones y el 2,2% 
ya es pensionado; por su parte el 0,6% de los adultos 
mayores cotizó a pensiones y el 7,1% ya es pensionado.

Además, el 57,8% de los niños y niñas con disca-
pacidad menores de cinco años permanece con su pa-
dre o madre en la casa, y 37 de cada 100 niños con 
discapacidad en edad escolar, no asiste a ningún es-
tablecimiento educativo. Según la Encuesta de Cali-
dad de vida, de cada 100 personas con discapacidad, 
solamente 63,5% saben leer y escribir, y únicamente 
el 71,3% en edad escolar estudia actualmente. De los 
niños de 5 a 14 años, solamente lee y escribe el 33%; 
en los jóvenes, 17% culminan su bachillerato, y sola-
mente 3,4% terminan estudios técnicos, tecnológicos y 
profesionales. En la población discapacitada entre 18 
y 39 años el 24,7% de encuestados no había alcanzado 
ningún nivel educativo, solamente el 9,7% alcanzó Ed-
ucación superior y el 24,1% es analfabeta. Lo que dem-
uestra que en materia de educación, aún hay mucho por 
hacer por esta población.

Entre las condiciones discapacitantes la alteración 
más frecuente es la relacionada con la movilidad del cu-
erpo (discapacidad motora, de brazos, cuerpo y piernas) 
con una prevalencia del 20%. Le sigue la discapacidad 
visual, la del sistema nervioso, y la del habla. Implicando 
que, las estrategias de construcción de obras civiles, la 
dinámica de formación, el adecuamiento de lo existente, 

-
ocer las condiciones de discapacidad, han sido más re-
currentes en la población colombiana, sin desmedro de 
las discapacidades particulares. Las familias, deben ser 
de alguna manera, ayudadas a sobrellevar la situación 
y a mejorar cada día más las condiciones y calidades 
de vida de su familiar en condición de discapacidad.

-
ma de Salud de la población con discapacidad llega 

de casi el 20% de esta población, lo cual es grave, si se 
entiende que es una población en condiciones físicas, 
mentales, o sensoriales plenamente vulnerables. La 

-
imen subsidiado (57,7%), lo que evidencia las posibles 
condiciones de pobreza y precariedad en la que muchos 
de ellos se encuentran.

4  Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad. Las personas con 
discapacidad en Colombia. 2013.
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Es un hecho, que se ha buscado disminuir la seg-
regación escolar incluyendo a los niños con discapaci-
dad en aulas regulares de colegios públicos, lo que no 
necesariamente se traduce en ausencia de segregación, 
podría ser incluso todo lo contrario. Si un niño con 
discapacidad ingresa a una de estas aulas, tanto sus 
compañeros como los docentes posiblemente carecen 
de los conocimientos para interactuar con dicha disca-
pacidad, la falta de preparación frente al evento, va a 
generar por sí sola segregación, mal llamada inclusión. 
La inclusión real, debe darse en condiciones donde in-
teractúen los conocimientos y reconocimientos del en-
torno, permitiendo dar a los niños las herramientas para 
incluir y ser incluidos dentro del contexto social.

Por otro lado, en educación superior el tema es críti-
co, el Ministerio señala que, “en los últimos 20 años no 
se ha desarrollado un modelo de atención para dicha 
población”, entonces los casos exitosos son escasos y 
poco conocidos5, lo que hace que el estancamiento en 
el tema, sea permanente y continúo.

armado (de octubre de 2014), se reporta un número 
total 152.219 víctimas que se encontraban con disca-
pacidad, de estas, 715 son niños y adolescentes, lo que 
preocupa, debido a que el Informe del Sistema Nacio-
nal de Atención y Reparación Integral a las Víctimas6 
señala que, “No hay priorización de las víctimas con 
discapacidad”, entonces de alguna manera se ha elimi-
nado el enfoque de derechos que esta población requi-
ere.

En el más reciente Informe de la OMS, del que ya 
se ha hablado, la Organización señala algunos obstácu-
los principales de la población con discapacidad, en 
toda América Latina, lo que incluye a Colombia; de la 
misma manera se señala algunas estrategias para con-
seguir un avance, entre algunas de dichas estrategias 

cuenta las necesidades de la población discapacitada, 
estrategias para generar cambios en las actitudes hacia 
las personas en condición de discapacidad, mejorar el 
acceso y la prestación de servicios para esta población, 

esta población, además de accesibilidad y mecanismo 

Debido a todo lo anteriormente expuesto, es que este 
proyecto de ley, busca contemplar diferentes aspectos 
de la vida de la población en condición de discapacidad 
que, a pesar de los esfuerzos no han sido plenamente 

implica por lo mismo, un mayor esfuerzo desde la ley, 

como problemas a superarse en el país.
Por esta razón es importante que adicionalmente 

dentro del proyecto se incluyan algunos aspectos adi-
-

inen otros, en virtud de fortalecer lo que este proyecto 
de ley busca. Entre algunos aspectos se hace impor-
tante resaltar:

1. Entendiendo que esta población es sensible y vul-
nerable, además que la corte hace un llamado frente a la 

5  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. Respuesta a la Pro-
posición 5: “Población discapacitada” 4 de agosto de 2014.

6  MINISTERIO DEL INTERIOR. Informe del Sistema Nacional de 
Atención y Reparación Integran a las Víctimas, a las Comisiones Pri-
meras de Senado y de Cámara. Marzo de 2013. Bogotá.

la población con discapacidad. Este proyecto da aper-
tura al acceso de hasta dos pensiones de sobreviviente 
por parte de padres, cónyuges, o abuelos cotizantes, 
siempre que no se supere el smlmv en cada una de ellas 
y se cumplan los demás requisitos establecidos en la 
ley.

2. Establece además que el ICBF armonice la oferta 

con discapacidad de acuerdo a su condición.

Compensación Familiar de los planes en recreación y 
apoyo a la familia a las personas con discapacidad.

4. Se establece además un apoyo de acceso a la sa-
lud que mejore la accesibilidad de la población con dis-
capacidad a los servicios de salud que requiera. Dicho 

con los recursos de la Subcuenta de Solidaridad que 
establece la ley. (Ley 100 de 1993, en su artículo 221 
parágrafo 1° “(…) Los recursos de solidaridad se desti-
narán a co nanciar los subsidios para los colombianos 
más pobres y vulnerables, los cuales se transferirán, 
de acuerdo con la reglamentación que para el efecto 
adopte el Gobierno nacional, a la cuenta especial que 
deberá establecerse en los fondos seccionales, distri-
tales y locales para el manejo de los subsidios en sa-
lud”).

5. En cuanto a los temas de educación para la po-
blación en condición de discapacidad. Se establece una 

trabajo mancomunado entre las diferentes entidades 

de garantizar la actualización de los planes, programas 
y marcos educativos en relación con la normatividad 
actual nacional e internacional vigente. Esto incluye el 
fortalecimiento de los currículos de las Facultades que 
atienden planes de educación a población en condición 
de discapacidad. Además, el fortalecimiento del acceso 
a quienes quieran estudiar o especializarse en carreras 
relacionadas con atención a esta población.

6. En cuanto a lo laboral, que ya se encuentra en lo 
contenido por el Proyecto de ley número 18 de 2015. 
Solamente se abarca el tema de teletrabajo, tanto para 
la persona con discapacidad como para su cuidador.

en cuanto al acceso a vivienda usada, como a la ex-
oneración de impuestos durante la compra-venta, entre 
algunos otros.

8. En relación con otros aspectos del mejoramiento 
de la calidad de vida de la población con discapacidad 
se busca fortalecer dentro del Pos actual algunos ele-
mentos. Se determinan exenciones a las importaciones 
y exportaciones de tecnologías enfocadas en esta po-

-

que lo requiere.
9. Se establece el acceso a recursos de producción 

en telecomunicaciones para esta población.
-
-

miento de esta iniciativa.
Agradecemos además frente a esta iniciativa, el 

acompañamiento, apoyo, aportes y colaboración de las 
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mesas técnicas y de trabajo de las siguientes entidades 
y organizaciones:

– Dirección del Plan de Inclusión para personas 
con Discapacidad de la Presidencia de la República en 
cabeza del doctor Juan Pablo Salazar.

– A la Asociación de Discapacitados del ISS – Liq-
uidado, su vocero Miguel Antonio Camargo.

– A la Unión de enfermos de General Motors, en 
cabeza de José Gonzalo Sánchez Melo.

– Y otras asociaciones de discapacitados. Entre el-
los los señores Juan Rojas y Alexánder Meza.

PLIEGO DE MODIFICACIONES PARA 
PRIMER DEBATE EN COMISIÓN

por medio de la cual se esta-
blecen medidas de protección 
para personas en condición de 
discapacidad y se dictan otras 

disposiciones

por medio de la cual se establecen 
medidas de protección para perso-
nas en condición de discapacidad 

y se dictan otras disposiciones

TEXTO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 11 DE 2015 SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE AL 

PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 11 DE 2015 SENADO

Artículo 1°. Objeto. La presente 
ley busca subsanar las debilidades 
normativas que aún generan barre-
ras para el acceso de la población 
en condiciones de discapacidad 
al goce pleno de sus derechos y 
libertades, de tal manera que la 
segregación social que puedan pa-
decer sea efectivamente eliminada.

Se eliminan los artículos 1º, 2º y 3º, 
por encontrarse contemplados en la 
ley y en los convenios internacio-
nales de discapacidad suscritos y 

Discapacidad, ya fue contemplada 
en el Parágrafo del artículo 81 de la 
Ley 1753 de 2015, a lo que se espe-
ra reglamentación.

Artículo 2°. Para los efectos de 
la presente ley, se entenderá por 
personas en condición de disca-
pacidad, aquellas que al nacer o 
en el transcurso de su vida ad-

-
tales, intelectuales o sensoriales 
de largo plazo, que al interactuar 
con diversas barreras les impiden 
participar plena y efectivamente 
dentro de la sociedad, en igualdad 
de condiciones con los demás, de 
conformidad, con lo establecido en 
la “Convención sobre los Derechos 
de Personas con Discapacidad”, 
aprobada por Colombia mediante 
la Ley 1346 de 2009.
Artículo 3°. Toda persona en condi-
ción de discapacidad, deberá ser 

médico tratante de la EPS, con el 

prestaciones, planes, programas, y 
proyectos públicos, como privados 

reglamentará esta materia.

Parágrafo. La determinación del 
estado de condición de discapaci-
dad se expedirá por parte del médi-
co tratante de la EPS. En todo caso 
la persona sobre la cual sea deter-
minada la condición de discapaci-
dad, podrá acudir a una segunda 
instancia que para todos los efectos 
podrá ser la Junta Médica que con-

Nacional o la Regional.
Artículo 4°. Toda persona en 
condición de discapacidad podrá 

-
siones, siempre y cuando cada una 
de ellas no supere el valor del sala-
rio mínimo legal mensual vigente. 

Artículo 1º. Las personas con dis-

de superviviente, podrán acceder a 
dos pensiones, siempre y cuando 
cada una de ellas no supere el valor 
de un salario mínimo legal mensua

por medio de la cual se esta-
blecen medidas de protección 
para personas en condición de 
discapacidad y se dictan otras 

disposiciones

por medio de la cual se establecen 
medidas de protección para perso-
nas en condición de discapacidad 

y se dictan otras disposiciones

TEXTO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 11 DE 2015 SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE AL 

PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 11 DE 2015 SENADO

Se accederá al derecho siempre y 
cuando la discapacidad haya sido 
adquirida antes del fallecimiento 
del cotizante. En estos casos, el 
valor de las dos pensiones acumu-
ladas será de máximo 2 smmlv.

Parágrafo 1°. 
se establecerá para personas que 
cotizan sobre el salario mínimo, 
tanto para empleados, como para 
trabajadores independientes.

Parágrafo 2°. Lo establecido en 
este artículo aplica para el Régi-
men Pensional de Prima Media 

-
imen de Ahorro Individual con 
Solidaridad. En este último, no 
procederá la restricción estableci-
da en el artículo 84 de la Ley 100 
de 1993 y sus normas reglamen-
tarias.

l vigente, y solamente cuando 
la discapacidad se haya causado 
antes del fallecimiento del coti-
zante.

Parágrafo. Lo establecido en este 
artículo aplica para el Régimen 
Pensional de Prima Media con 

de Ahorro Individual con Solidari-
dad. En este último, no procederá la 
restricción establecida en el artículo 
84 de la Ley 100 de 1993 y sus nor-
mas reglamentarias.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 
47 de la Ley 797 de 2003. Añadi-

parágrafo así:

“f) Cuando la persona fallecida no 
cuente con hijos menores o cón-
yuges sobrevivientes, pero sí con 
nietos que sufran algún grado de 
discapacidad física o mental, estos 
tendrán derecho a percibir la pen-
sión del abuelo, siempre y cuando 
la persona con discapacidad no 
cuente con pensión ni sea objeto de 
pensión de sobreviviente por razón 
de sus padres.

Parágrafo. Para efectos de este 
artículo se requerirá que el vínculo 
entre el padre, el hijo, o el nieto con 
discapacidad sea el establecido en 
el Código Civil.

Artículo 5°. El Gobierno imple-
mentará conjuntamente con el 
ICBF Centros de apoyo día para la 
población en condición de disca-
pacidad, sin límite de edad, espe-
cialmente para población multiim-
pedida.

Artículo 3º. El Gobierno imple-
mentará conjuntamente con el 
ICBF las medidas necesarias para 
armonizar toda la oferta de ser-
vicios del ICBF en el marco de 
la Convención de Derechos de 
las Personas con Discapacidad, 
brindando modalidades de apoyo 
acordes a las necesidades de los 
niños, jóvenes y adultos con dis-
capacidad que tienen bajo su pro-
tección, en condiciones de calidad 
y dignidad, especialmente para los 
territorios más alejados donde no 
hay ofertas, particularmente para 
aquellos que experimentan varias 
discapacidades.

Artículo 6°. Las Cajas de Com-
pensación Familiar deberán contar 
con programas de cobertura, para 
personas en condición de disca-
pacidad de todas las edades, inclui-
dos adultos mayores.

Artículo 4º. Las Cajas de Compen-
sación Familiar desarrollarán pro-
gramas y servicios de cobertura na-
cional, en condiciones accesibles, 
para las personas con discapaci-
dad de todas las edades, incluidos 
adultos mayores, sus respectivos 

generar mayores oportunidades de 
bienestar y recreación.
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por medio de la cual se esta-
blecen medidas de protección 
para personas en condición de 
discapacidad y se dictan otras 

disposiciones

por medio de la cual se establecen 
medidas de protección para perso-
nas en condición de discapacidad 

y se dictan otras disposiciones

TEXTO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 11 DE 2015 SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE AL 

PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 11 DE 2015 SENADO

Artículo 7°. Los Institutos de 
Recreación y Deporte del país, 

recreación públicas, elementos 
de inclusión para la población en 
condición de discapacidad. Colde-
portes, realizará el control y segui-
miento del cumplimiento de esta 
obligación.

Ya está establecido por la Ley 1618 
de 2013 y pendiente de reglamen-
tación.

Artículo 8°. Se creará un subsi-
dio de apoyo en salud, para la po-
blación en condición de discapaci-
dad que está imposibilitada en el 
acceso a los servicios prioritarios 
de salud, por razón de su ubicación 

necesidad de acompañamiento.

Parágrafo 1º. El subsidio será 
establecido para ciudadanos en 
condición de discapacidad de los 
niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, que no 
perciban ninguna clase de ayuda 
por parte del Estado, y que dem-
uestren no tener ingresos superi-
ores al smmlv. Parágrafo 2º. El 
Gobierno establecerá el monto del 
subsidio, de acuerdo a la necesidad 
de transporte y traslado promedio 
de la población en condición de 
discapacidad, y así mismo deter-
minará la forma en que este será 
entregado.

Artículo 5º. 
complementario de apoyo en salud, 
para la población con discapacidad 
que está imposibilitada en el acceso 
a los servicios prioritarios de salud, 
por razón de su ubicación geográ-

-
dad de acompañamiento. Dicho 

alojamiento y alimentación.

Parágrafo 1º
establecido para ciudadanos con 
discapacidad de los niveles 1, 2 y 3 
del Sisbén, que no perciban ninguna 
clase de ayuda por parte del Estado, 
y que demuestren no tener ingresos 
superiores al smlv.

Parágrafo 2º. El Gobierno esta-
blecerá la forma y acceso al ben-

transporte y traslado promedio de la 
población con discapacidad, y así 
mismo determinará la forma en que 
este será entregado.

Parágrafo 3º

Subcuenta de Solidaridad, estable-
cidos en la Ley 100 de 1993.

Artículo 9°. Todos los organismos 
de control, y los entes judiciales, 
garantizarán dependencias espe-

de que esta población reciba una 
atención más pronta e inmediata de 
sus quejas o denuncias.

Esta disposición ya se encuentra 
contenida en el artículo 13 del De-
creto-ley 19 de 2012

Artículo 6º. El Ministerio de Edu-
cación actualizará toda la normativ-
idad relacionada con la prestación 
de servicios educativos desde la 
educación inicial hasta la Universi-
dad, tanto los de educación formal, 
como no formal, que son ofertados 
a las personas con discapacidad, en 
su terminología, conceptos, requis-
itos, prácticas y procesos, en el mar-
co de la Convención de Derechos 
de las Personas con Discapacidad.
Artículo 7°. El Ministerio de Ed-
ucación Nacional, tendrá a cargo 
elaborar y actualizar anualmente, el 
inventario de toda la oferta de servi-
cios educativos públicos y privados, 
formales y no formales, que prestan 
servicios a las personas con disca-
pacidad, independientemente de si 
están bajo la oferta de educación in-

por medio de la cual se esta-
blecen medidas de protección 
para personas en condición de 
discapacidad y se dictan otras 

disposiciones

por medio de la cual se establecen 
medidas de protección para perso-
nas en condición de discapacidad 

y se dictan otras disposiciones

TEXTO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 11 DE 2015 SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE AL 

PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 11 DE 2015 SENADO

y establezca estándares básicos de 
calidad que deben cumplir para 
continuar en la prestación de los 
servicios a esta población.

Artículo 8°. El Ministerio de Ed-
ucación garantizará que las Fac-
ultades de Educación fortalezcan 
en sus currículos los contenidos 
y prácticas relacionadas con la 
atención a la población escolar 
con discapacidad, desde la pri-
mera infancia hasta la educación 
profesional, en lo relacionado con 

idóneas y desarrollos curriculares 
de calidad, con acomodaciones 
y ajustes razonables, orientados 
hacia la prestación de servicios y 
modalidades educativas de calidad 
para todos los subgrupos poblacio-
nales que abarca el término de po-
blación con discapacidad.
Artículo 9°. El Ministerio de Ed-
ucación, en alianza con las Facul-
tades de Educación, desarrollará 
estrategias, planes y proyectos 
para que los docentes de las In-
stituciones Educativas accedan 
a las ofertas educativas maestría 
y doctorados, relacionados con 
la atención a la población con 
discapacidad y que cuenten con 
apoyos financieros para dicho 
fin.
Artículo 10. El Ministerio de Ed-
ucación supervisará y garantizará 
que las Secretarías de Educación 
promuevan y desarrollen pro-
gramas, modalidades e iniciativas 
pertinentes y de calidad para la 
población con discapacidad que 
está en situación de extra edad, no 
ha sido escolarizada o ha desertado 
tempranamente, de forma tal que 
puedan acceder a estos programas 

la educación.
Artículo 10. Las Universidades 
Públicas, Privadas y el Sena, des-
tinarán al menos el 1% de los cu-

en condición de discapacidad, 
sin desmedro de las exigencias 
académicas de dichas Instituciones.

Parágrafo. 
de este programa, se contará con 
recursos que aporten la nación, los 
departamentos, los municipios y el 
Icetex. El Gobierno reglamentará 
dicha materia.

Artículo 11. Las Universidades 
Públicas, Privadas y el Sena, desti-
narán al menos el 1% de los cupos 

discapacidad sin importar su condi-
-

vas y de equiparación de oportuni-
dades que no afecten las exigencias 
académicas de dichas Instituciones.

Parágrafo. 
de este programa, se contará con 
recursos que aporten la nación, los 
departamentos, los municipios y el 
Icetex. El gobierno reglamentará 
dicha materia.

Artículo 11. El Ministerio de Edu-
cación Nacional garantizará que los 
principios de inclusión del recono-
cimiento a población en condición 
de discapacidad, hagan parte de 
los programas de formación a do-
centes ofertados en el país.

Ya se encuentra contemplado en el 
artículo 11, Ley 1618 de 2013.
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por medio de la cual se esta-
blecen medidas de protección 
para personas en condición de 
discapacidad y se dictan otras 

disposiciones

por medio de la cual se establecen 
medidas de protección para perso-
nas en condición de discapacidad 

y se dictan otras disposiciones

TEXTO PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 11 DE 2015 SENADO

TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE AL 

PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 11 DE 2015 SENADO

Artículo 12. Las Secretarías de 
Educación y el Sena, llevarán a 
cabo programas permanentes de 
capacitación dirigida a docentes, 
en procesos de inclusión educa-
tiva y/o pedagogía terapéutica de 
la población en condición de dis-
capacidad; los cuales serán objeto 
de puntaje para el ascenso de es-
calafón docente.

Artículo 12. Las Secretarías de 
Educación y el Sena, llevarán a 
cabo programas permanentes de 
formación docente, en procesos de 

-
agógica, didáctica y de evaluación 
que contemplen la formación en 
diseño universal para el aprendizaje 
que cubra las necesidades educati-
vas de la población con discapaci-
dad.

Artículo 13. El Ministerio de 

mecanismos para incentivar la 
formación de profesionales en 
Educación Especial, o la espe-
cialización de docentes en dicha 

sus conocimientos en la atención e 
inclusión de las personas en condi-
ción de discapacidad dentro de las 
aulas regulares.

Parágrafo. El Ministerio de Ed-
ucación Nacional se encargará de 
disponer de un mínimo impor-
tante de educadores capacitados en 
atención e inclusión de población 
en condición de discapacidad, den-
tro de las instituciones regulares, 
en concordancia especí
necesidades mínimas de cada in-
stitución.

Artículo 13. El Ministerio de 

mecanismos para incentivar la for-
mación de profesionales en Edu-
cación con énfasis en la atención a 
la diversidad de aprendices, o la es-
pecialización de docentes en dicha 

sus conocimientos en la atención e 
inclusión de las personas con dis-
capacidad dentro de las aulas regu-
lares, y en las diversas modalidades 
educativas que deberán ofrecerse 
según las necesidades de la po-
blación.

Parágrafo. El Ministerio de Ed-
ucación Nacional se encargará de 
incrementar el número de grupo de 
rectores, directivos docentes, orien-
tadores y docentes de apoyo forma-
dos en atención a la población con 
discapacidad, dentro de las Insti-
tuciones regulares de todo el terri-
torio nacional, en concordancia con 
los datos reportados por el SIMAT, 
el RLCPD y el censo.

Artículo 14. El Gobierno nacional 
a través de Colciencias, el Sena y 
las entidades de educación técnica 

la investigación de iniciativas na-
cionales, para el desarrollo efecti-

la calidad de vida de la población 
en condición de discapacidad. Así 
mismo, establecerá los mecanis-
mos económicos para que las 
tecnologías que surjan de estas in-

para su comercialización en el país.

Artículo 14. El Gobierno nacional 
a través de Colciencias, el Sena y 
las Instituciones de educación su-
perior, media, vocacional, técnica y 

la puesta en marcha de programas, 
proyectos e iniciativas de calidad, 
que respondan a las necesidades 
de la población con discapacidad, 
preferiblemente sustentadas en 
procesos de investigación de ini-
ciativas nacionales, que prioricen 
la incorporación efectiva de tec-

de vida de la población con disca-
pacidad, y sus comunidades edu-
cativas. Así mismo, establecerá los 
mecanismos económicos para que 
las tecnologías que surjan de estas 

para su comercialización en el país.
Artículo 15. El Gobierno nacional, 
establecerá un subsidio académico 

en 
investigación o terapia enfocada 
en la rehabilitación y tratamien-
to de condiciones discapacitantes 

 
preparación de profesionales en di-
chas áreas.

Artículo 15. El Gobierno nacional, 
establecerá cupos académico gratu-

de profesionales docentes relacio-
nados con la atención integral a la 
población con discapacidad en las 
áreas que requieren las Instituciones 
Educativas, de forma tal que los PEI 
se fortalezcan.

Artículo 16. Las Secretarías de 
Educación o quien haga sus vec-
es, dispondrá que las instituciones 
de educación adapten sus infrae
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structuras al reconocimiento de las 
condiciones de discapacidad de los 
estudiantes en condición de disca-
pacidad con los que cuente, lo cual 
incluirá la creación de accesos o 
infraestructuras adicionales.

Artículo 16. Las Secretarías de 
Educación o quien haga sus veces, 
supervisarán que las Instituciones 
educativas, cuenten con personal 
idóneo para conformar el Comité 
Pedagógico de apoyo al proceso ed-
ucativo de los estudiantes con dis-
capacidad, de forma tal que en cada 
caso encuentren respuestas idóneas, 
oportunas, de calidad, respeto y 
dignidad. Dicho comité supervisará 
y garantizará que los estudiantes 
tengan acceso, ingreso, permanen-
cia, evaluación, egreso, paso a la 
educación universitaria, artística, 
deportiva, ocupacional, deportiva, 
cultural o social que los estudi-
antes y sus familias consideren más 
productivo. Dicho comité deberá 

la relación intersectorial con todos 
los sectores que se requieran para 
que los procesos se cumplan en 
términos de oportunidad, calidad y 
pertinencia.
Artículo 17. El Ministerio de Edu-
cación Nacional y las Secretarías de 
Educación o quien haga sus veces, 
supervisará, vigilará y garantizará, 
que las Instituciones de Educación 
inicial, básica, media, vocacional, 
técnica, tecnológica y universitaria 
adapten su Infraestructura, plan-
ta física y servicios conexos, a las 
condiciones de acceso y accesibil-
idad física y comunicativa de los 
estudiantes con discapacidad.
Artículo 18. El Ministerio de Ed-
ucación Nacional deberá transver-
salizar la temática de la atención 
educativa a la población con disca-
pacidad en su diseño institucional y 
en todas sus dependencias, de for-
ma tal que garantice que todos sus 
servicios, programas, proyectos, 
resoluciones y reglamentaciones 
reconozcan las necesidades y exis-
tencia de 

Artículo 17. Los niños en condi-
ción de discapacidad de las difer-
entes instituciones de educación, 
tendrán garantizadas terapias de 
reemplazo por al menos la mitad 
de la educación física o vocacional 
que ha sido establecida por la in-
stitución.

ELIMINADO

Artículo 18. Modifíquese el 
parágrafo 1° del artículo 3° de la 
Ley 1221 de 2008 el cual quedará 
así:

Parágrafo 1°. Teletrabajo para po-
blación vulnerable. El Ministerio 
de la Protección Social, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la 
promulgación de esta ley, formu-
lará una política pública de incor-
poración al teletrabajo de la po-
blación vulnerable (Personas con 
discapacidad, personas que tengan 
a su cuidado a persona(s) con dis-
capacidad, población en situación

Artículo 19. Modifíquese el 
parágrafo 1° del artículo 3° de la Ley 
1221 de 2008 el cual quedará así:

“Parágrafo 1°. Teletrabajo para po-
blación vulnerable. El Ministerio 
de la Protección Social, dentro de 
los seis (6) meses siguientes a la 
promulgación de esta ley, formulará 
una política pública de incorpo-
ración al teletrabajo de la población 
vulnerable (Personas con disca-
pacidad, personas que tengan a su 
cuidado a persona(s) con discapaci-
dad, población en situación de de 
Asplazamiento forzado, población
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de desplazamiento forzado, po-
blación en situación de aislamiento 

-
gar, población en reclusión, perso-
nas con amenaza de su vida).

en situación de aislamiento geográf-
ico, mujeres cabeza de hogar, 
población en reclusión, personas 
con amenaza de su vida). Adicio-
nalmente el Ministerio estará en-
cargado de apoyar el desarrollo de 
los sistemas de seguridad de infor-
mación de aquellas empresas que 
contraten población con discapaci-
dad bajo la modalidad de teletraba-
jo.”

Artículo 19. Modifíquese el artícu-
lo 26 de la Ley 361 de 1997, el cual 
quedará así:

No obstante, quienes fueren despe-
didos o su contrato terminado sin 
mediar una justa causa de las con-
templadas en el Código Sustantivo 
del Trabajo y por razón de su lim-
itación, incumpliendo el requisito 
previsto en el inciso primero del 
presente artículo, tendrán derecho 
a una indemnización equivalente 
a ciento ochenta (180) días de 
salario, sin perjuicio de las demás 
prestaciones e indemnizaciones a 
que hubiere lugar de acuerdo con 
el Código Sustantivo del Trabajo y 

adicionen, complementen o aclar-
en.

ELIMINADO POR ENCON-
TRARSE CONTEMPLADO EN 
EL PROYECTO DE LEY NÚME-
RO 18 DE 2015 EN UN SENTIDO 
DIFERENTE, JUSTIFICADO EN 
LA PONENCIA AL MISMO.

Artículo 20. En todos los pro-
gramas de vivienda y en especial, 
en los de vivienda de interés social, 
prioritaria y/o gratuita, se asignará 
el 5% de los mismos, para atender 
las necesidades de las personas 
en condición de discapacidad. El 
Ministerio de Vivienda dispondrá 
los cupos, de acuerdo al Registro 
Nacional de localización y carac-
terización de las personas con dis-
capacidad, del Ministerio de Salud, 
y que pertenezcan a la entidad ter-

de vivienda. Estos cupos deberán 
cumplir con los requerimientos de 
accesibilidad y habitabilidad estab-
lecidos en la normatividad vigente.

Parágrafo. El Fondo Nacional del 
Ahorro, desarrollará para sus usu-
arios en condición de discapaci-

vivienda con facilidades de acceso 
y tasa de interés.

Artículo 20. Modifíquese el numer-
al 3 del artículo 20 de la Ley 1618 
de 2013 así:

“El Ministerio de Vivienda Ciudad 
y Territorio implementará en un 
plazo máximo de 1 año, los ajustes 
a sus programas y políticas con el 

n de asegurar los recursos y esta-
blecer los mecanismos necesarios, 
para que del total de los subsidios 
de vivienda que se asignen, como 
mínimo un 8% sean subsidios es-
peciales para ajustes locativos de 
viviendas y adquisición de vivien-
da nueva, y un mínimo de un 2% 
para compra de vivienda usada 
de las personas con discapacidad 
de los niveles 1, 2 y 3 del Sisbén, 
atendiendo al enfoque diferencial 
y de accesibilidad en concordancia 
con el artículo 19 de la Ley 1346 
de 2009.”

Artículo 21. El Ministerio de Vivi-
enda y las entidades territoriales 
destinarán al menos un 5% de los 
recursos asignados a programas de 
mejoramiento de vivienda, para el 
mejoramiento y readecuación de 
las viviendas de personas en condi-
ción de discapacidad, de acuerdo 
a las necesidades de adaptación, 
habitabilidad y accesibilidad que 
requieren y han sido registradas 
mediante el Registro Nacional de 
localización y caracterización de 
las personas con discapacidad del 
Ministerio de Salud.

Artículo 21. Modifíquese el artí-
culo 13 numeral 4 la Ley 1618 de 
2013 así:

“El Fondo Nacional de Ahorro o 
quien hagas sus veces, otorgará 
créditos para la adquisición de vivi-
enda nueva o usada, y de educación 
a las personas con discapacidad, 
con una tasa de interés preferen-
cial. El Fondo reglamentará la 
materia con acciones a rmativas y 
procedimientos accesibles”
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Artículo 22. Exoneración del pago 
-

ales y de escrituración para la po-
blación con discapacidad que se 
encuentre en las siguientes condi-
ciones.

a) Compre vivienda nueva por pri-
mera vez;

b) Adquiera vivienda nueva o usa-
da por situación de desalojo, causa 

geológica, fallas estructurales en la 
construcción por negligencia, edi-

por parte del constructor, desastre 
natural o terrorismo. Se incluyen 
los casos en que deba entregar su 
vivienda al Gobierno para construc-
ción de obra nacional, departamen-
tal o municipal.
Artículo 23. El Ministerio de Vivi-
enda en conjunto con las Cajas de 
Compensación familiar, se encar-
gará de generar un registro único de 
subsidios asignados a la población 
con discapacidad y disponible a 
consulta, en concordancia con la 
obligatoriedad de la ley de transpar-
encia y de acceso a la información 
pública.

Artículo 22. A partir de la entrada 
en vigencia de la presente ley el 
Ministerio de Salud y Protección 
Social, incluirá en los planes de 

sillas de ruedas, pañales, sondas y 
tecnologías de asistencia, que me-
joren el desempeño en la ejecución 
de las actividades de vida diaria de 
las personas en condición de disca-
pacidad y de la tercera edad.

Parágrafo 1°. 
se incluyan deberán estar expres-

buenas prácticas de manufactura 
previo análisis técnico de costo 
- efectividad, y así mismo el Go-

para las mismas. El manual deberá 
determinar entre otros, la compe-
tencia de los actores que deben pre-
scribirlas, fabricarlas, adaptarlas y 
entrenar a los usuarios de las mis-
mas en su uso, así como aspectos 
relacionados con su mantenimiento 
y seguimiento.

Artículo 24. El Ministerio de Sa-
lud y Protección Social, incluirá en 

el suministro de sillas de ruedas, 
pañales, sondas y cualquier otra 
tecnología de apoyo o asistencia, 
que mejore el desempeño en la eje-
cución de las actividades de vida di-
aria de las personas con discapaci-
dad y de la tercera edad.

Parágrafo. 
incluyan deberán estar expresa-

buenas prácticas de manufactura 
previo análisis técnico de costo – 
efectividad, y así mismo el gobierno 

mismas. El manual deberá determi-
nar entre otros, la competencia de 
los actores que deben prescribirlas, 
fabricarlas, adaptarlas y entrenar 
a los usuarios de las mismas en su 
uso, así como aspectos relacionados 
con su mantenimiento, vigilancia y 
seguimiento.

Artículo 23. El Ministerio de 
Salud implementará estrategias 
para que la Clasificación Interna-
cional de Funcionamiento, Disca-
pacidad y Salud haga parte de los 
sistemas de información en salud, 
además asignará los recursos para 
que todo el personal de salud re-
ciba la formación y capacitación 
necesaria en el uso de esta clas-
ificación.

ELIMINADO, YA SE ENCUEN-
TRA EN TRÁMITE DE RESOLU-
CIÓN DE SALUD
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Artículo 24. -
tizar la vida independiente, las 
personas con discapacidad tendrán 
derecho a importar para uso exclu-
sivamente personal y libre de cual-
quier gravamen nacional, imple-
mentos ortopédicos, materia prima 
para su confección, medicamentos 
y un vehículo de características es-
peciales, acordes con su limitación 
física o discapacidad permanente, 
que permitan su rehabilitación o 
recuperación.

Parágrafo. El vehículo a que se re-

matriculado únicamente a nombre 
de la persona con discapacidad, y 
no podrá trasladar su dominio an-
tes de cinco (5) años, contados a 
partir de la fecha de la matrícula el 
incumplimiento de esta disposición 
acarreará la pérdida del derecho de 
exención tributaria e inhabilitará a 
la persona con discapacidad para 

-
mente.

Artículo 25. Modifíquese el artícu-
lo 59 de la Ley 1430 de 2010 así:

“Las personas con discapacidad po-
drán importar o recibir donaciones, 
de todo tipo de artículos, elementos 
y bienes que mejoren su grado de 
independencia, autonomía y cal-
idad de vida, libres de cualquier 
gravamen, licencia y/o impuesto 
arancelario nacional, incluyendo 
sillas de ruedas y vehículos auto-
motores, siempre y cuando se en-
cuentren adaptados al uso personal.

Parágrafo 1º. La misma exención 
será aplicable a los repuestos origi-
nales de alta calidad de los elemen-

Parágrafo 2º. El vehículo a que se 

ser matriculado únicamente a nom-
bre de la persona con discapacidad, 
y no podrá trasladar su dominio 
antes de cinco (5) años, contados a 
partir de la fecha de la matrícula. El 
incumplimiento de esta disposición 
acarreará la pérdida del derecho de 
exención tributaria e inhabilitará 

discapacidad para obtener este ben-

Parágrafo 3º. El Ministerio de 
Protección Social en cabeza de su 
dirección de discapacidad, esta-
blecerá los elementos objeto de la 
exención de la que trata este artí-

la persona en esta condición para el 

Artículo 26. Los bienes, artículos 
fabricados o ensamblados en Co-
lombia diseñados para ser usados 
por una persona con discapacidad, 
podrán adquirir licencia de export-
ación libre de gravámenes.
Artículo 27. La Dirección de Im-
puestos y Aduanas Nacionales, 
como el Ministerio de Hacienda, 
tendrán un plazo máximo de 6 
meses a partir de la vigencia de la 

las partidas arancelarias de import-
ación y exportación que permitan 
las exenciones señaladas en la pre-
sente ley.

Artículo 25. El Gobierno perió-
dicamente generará un estadístico 
acerca del reconocimiento de la 

evaluar las estrategias de inclusión 
social de la población en condición 
de discapacidad.

La ley ya contempla el Registro 
único para la población en condi-
ción de discapacidad.

Artículo 26. Los diferentes Min-
isterios dispondrán en sus planes 
de comunicaciones, por lo menos 
una vez al año, campañas de sen-
sibilización de difusión nacional, 
que creen una cultura de respeto y

Artículo 28. Los diferentes Min-
isterios dispondrán en sus planes 
de comunicaciones, por lo menos 
una vez al año, campañas de sen-
sibilización de difusión nacional, 
que creen, fomenten, divulguen
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apoyo a la población en condición 
de discapacidad, que sensibilicen 
sobre las patologías más comunes 
e informen al ciudadano sobre el 
cuidado y protección que se debe 
brindar a esta población, además 
del manejo social, y sicológico de 
las discapacidades.

una cultura de respeto y apoyo a la 
población con discapacidad, sus fa-
milias y cuidadores, en el marco de 
las directrices de la Política Pública 
de Discapacidad del Sistema Nacio-
nal de Discapacidad, o quien haga 
sus veces.

Artículo 29. EL Ministerio de las 
TIC y la Autoridad Nacional de 
Televisión, generarán convocato-
rias conjuntas para que los canales 
de televisión pública, comunitar-
ia y emisoras, puedan acceder a 
fondos públicos del Fondo de Co-
municaciones, para la creación de 
programas culturales, novelas e 
informativos que estén dirigidos a 
la inclusión social de las personas 
con Discapacidad, al igual que el 
reconocimiento de sus derechos y 
del rol que cumplen sus familias y 
cuidadores.

Artículo 27. El Gobierno nacional, 
implementará un sistema de infor-
mación gratuito para el ciudadano 
en condición de discapacidad, que 
le oriente sobre sus derechos y 
acceso a los servicios del Estado. 

-
cios de interpretación de lengua de 
señas, y otros apoyos que garanti-
cen el acceso a la información por 
parte de la población en condición 
de discapacidad.

Artículo 30. El Gobierno nacional, 
diseñará e implementará un sistema 
informativo de asesoría gratuita 
para la población con discapacidad, 
que le oriente sobre sus derechos y 
deberes, como del acceso a los ser-

-
-

mentará servicios de interpretación 
de lengua de señas, audio – descrip-
ción, braille y otros apoyos que ga-
ranticen el acceso a la información 
por parte de la población con disca-
pacidad, sus familias y cuidadores.
Artículo 31. El Gobierno como 

-

estampilla “Pro-Discapacidad”, que 
responderá a la necesidad de re-
cursos para equiparar las oportuni-
dades de esta población en igualdad 
de condiciones.
Artículo 32. El Gobierno reglam-
entará las disposiciones contenidas 
en la presente ley, y buscará garan-
tizar que cada una de estas se cum-
pla especialmente para la población 
con discapacidad de los municipios 
más apartados del país.

Artículo 28. Vigencia. La presente 
ley regirá a partir de su promul-
gación.

Artículo 33. La presente ley rige a 
partir de su publicación y deroga to-
das las demás disposiciones que le 
sean contrarias.

6. Proposición

Por lo anteriormente expuesto solicitamos dar 
primer debate, en Comisión Séptima de Senado de 
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la República, y aprobar el informe de ponencia que 
hemos presentado, al Proyecto de ley número 11 
de 2015 Senado, por medio de la cual se establecen 
medidas de protección para personas en condición 
de discapacidad y se dictan otras disposiciones, 
conforme a las consideraciones anteriormente ex-
puestas, y de acuerdo al texto propuesto.

TEXTO PROPUESTO 
 PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO 
 DE LEY NÚMERO 11 DE 2015 SENADO

por medio de la cual se establecen medidas 
 de protección para personas con discapacidad y 

se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I

Sobre beneficios de retiro y pensiones

Artículo 1°. Las personas con discapacidad be-
neficiarias de pensión de superviviente, podrán ac-
ceder a dos pensiones, siempre y cuando cada una 
de ellas no supere el valor de un Salario Mínimo 
Legal Mensual Vigente, y solamente cuando la dis-
capacidad se haya causado antes del fallecimiento 
del cotizante.

Parágrafo. Lo establecido en este artículo apli-
ca para el Régimen pensional de Prima Media con 
Prestación Definida, y al Régimen de Ahorro Indi-
vidual con Solidaridad. En este último, no procede-
rá la restricción establecida en el artículo 84 de la 
Ley 100 de 1993 y sus normas reglamentarias.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 47 de la 
Ley 797 de 2003. Añadiendo el literal f) y modifi-
cando el parágrafo así:

“f) Cuando la persona fallecida no cuente con 
hijos menores o cónyuges sobrevivientes, pero sí 
con nietos que sufran algún grado de discapacidad 
física o mental, estos tendrán derecho a percibir la 
pensión del abuelo, siempre y cuando la persona 
con discapacidad no cuente con pensión ni sea ob-
jeto de pensión de sobreviviente por razón de sus 
padres.

Parágrafo. Para efectos de este artículo se re-
querirá que el vínculo entre el padre, el hijo, o el 
nieto, inválido sea el establecido en el Código Ci-
vil.

CAPÍTULO III

Sobre beneficios complementarios

Artículo 3°. El Gobierno implementará conjun-
tamente con el ICBF las medidas necesarias para 
armonizar toda la oferta de servicios del ICBF en 
el marco de la Convención de Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad, brindando modalidades de 
apoyo acordes a las necesidades de los niños, jó-
venes y adultos con discapacidad que tienen bajo 
su protección, en condiciones de calidad y digni-
dad, especialmente para los territorios más alejados 

donde no hay ofertas, particularmente para aquellos 
que experimentan varias discapacidades.

Artículo 4º. Las Cajas de Compensación Fami-
liar desarrollarán programas y servicios de cober-
tura nacional, en condiciones accesibles, para las 
personas con discapacidad de todas las edades, in-
cluidos adultos mayores, sus respectivos cuidado-
res y familias, con el fin de generar mayores opor-
tunidades de bienestar y recreación.

Artículo 5º. Créese un beneficio complementa-
rio de apoyo en salud, para la población con disca-
pacidad que está imposibilitada en el acceso a los 
servicios prioritarios de salud, por razón de su ubi-
cación geográfica, debilidad económica o necesi-
dad de acompañamiento. Dicho beneficio contem-
plará transporte, alojamiento y alimentación.

Parágrafo 1º. Este beneficio será establecido 
para ciudadanos con discapacidad de los niveles 1, 
2 y 3 del Sisbén, que no perciban ninguna clase de 
ayuda por parte del Estado, y que demuestren no 
tener ingresos superiores al smlv.

Parágrafo 2º. El Gobierno establecerá la forma 
y acceso al beneficio, de acuerdo a la necesidad de 
transporte y traslado promedio de la población con 
discapacidad, y así mismo determinará la forma en 
que este será entregado.

Parágrafo 3º. Dicho beneficio será financiado 
con los recursos de la Subcuenta de Solidaridad, 
establecidos en la Ley 100 de 1993

CAPÍTULO IV

Sobre la actualización y armonización del 
sistema educativo en el marco de la convención 
de derechos de las personas con discapacidad, 

Ley 1346 y 1618

Artículo 6°. El Ministerio de Educación actua-
lizará toda la normatividad relacionada con la pres-
tación de servicios educativos desde la educación 
inicial hasta la Universidad, tanto los de educa-
ción formal, como no formal, que son ofertados a 
las personas con discapacidad, en su terminología, 
conceptos, requisitos, prácticas y procesos, en el 
marco de la Convención de Derechos de las Perso-
nas con discapacidad.

Artículo 7°. El Ministerio de Educación Nacio-
nal, tendrá a cargo elaborar y actualizar anualmente, 
el inventario de toda la oferta de servicios educati-
vos públicos y privados, formales y no formales, 
que prestan servicios a las personas con discapaci-
dad, independientemente de si están bajo la oferta 
de educación inclusiva o educación especial. A fin 
de que el Ministerio los identifique y establezca es-
tándares básicos de calidad que deben cumplir para 
continuar en la prestación de los servicios a esta 
población.

Artículo 8°. El Ministerio de Educación garan-
tizará que las Facultades de Educación fortalezcan 
en sus currículos los contenidos y prácticas rela-
cionadas con la atención a la población escolar 
con discapacidad, desde la primera infancia hasta 
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la educación profesional, en lo relacionado con di-
dácticas flexibles, evaluaciones idóneas y desarro-
llos curriculares de calidad, con acomodaciones y 
ajustes razonables, orientados hacia la prestación 
de servicios y modalidades educativas de calidad 
para todos los subgrupos poblacionales que abarca 
el término de población con discapacidad.

Artículo 9°. El Ministerio de Educación, en 
alianza con las Facultades de Educación, desarro-
llará estrategias, planes y proyectos para que los 
docentes de las Instituciones Educativas accedan a 
las ofertas educativas maestría y doctorados, rela-
cionados con la atención a la población con disca-
pacidad y que cuenten con apoyos financieros para 
dicho fin

Artículo 10. El Ministerio de Educación super-
visará y garantizará que las Secretarías de Educa-
ción promuevan y desarrollen programas, modali-
dades e iniciativas pertinentes y de calidad para la 
población con discapacidad que está en situación 
de extraedad, no ha sido escolarizada o ha deser-
tado tempranamente, de forma tal que puedan ac-
ceder a estos programas flexibles y disfruten del 
derecho a la educación.

Artículo 11. Las Universidades Públicas, Priva-
das y el SENA, destinarán al menos el 1% de los 
cupos específicamente para personas con discapa-
cidad sin importar su condición, realizando accio-
nes afirmativas y de equiparación de oportunidades 
que no afecten las exigencias académicas de dichas 
instituciones.

Parágrafo. Para el financiamiento de este pro-
grama, se contará con recursos que aporten la na-
ción, los departamentos, los municipios y el Icetex. 
El gobierno reglamentará dicha materia.

Artículo 12. Las Secretarías de Educación y el 
SENA, llevarán a cabo programas permanentes de 
formación docente, en procesos de cualificación 
para la atención pedagógica, didáctica y de evalu-
ación que contemplen la formación en diseño uni-
versal para el aprendizaje que cubra las necesidades 
educativas de la población con discapacidad.

Artículo 13. El Ministerio de Educación Nacio-
nal definirá los mecanismos para incentivar la for-
mación de profesionales en Educación con énfasis 
en la atención a la diversidad de aprendices, o la 
especialización de docentes en dicha materia, a fin 
de que estos aporten sus conocimientos en la aten-
ción e inclusión de las personas con discapacidad 
dentro de las aulas regulares, y en las diversas mo-
dalidades educativas que deberán ofrecerse según 
las necesidades de la población.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacio-
nal se encargará de incrementar el número de grupo 
de rectores, directivos docentes, orientadores y do-
centes de apoyo formados en atención a la pobla-
ción con discapacidad, dentro de las instituciones 
regulares de todo el territorio nacional, en concor-
dancia con los datos reportados por el SIMAT, el 
RLCPD y el censo.

Artículo 14. El Gobierno nacional a través de 
Colciencias, el Sena y las Instituciones de educa-
ción Superior, media, vocacional, técnica y tecno-
lógica, promoverá y financiará la puesta en marcha 
de programas, proyectos e iniciativas de calidad, 
que respondan a las necesidades de la población 
con discapacidad, preferiblemente sustentadas en 
procesos de investigación de iniciativas nacio-
nales, que prioricen la incorporación efectiva de 
tecnologías que beneficien la calidad de vida de 
la población con discapacidad, y sus comunidades 
educativas. Así mismo, establecerá los mecanismos 
económicos para que las tecnologías que surjan de 
estas investigaciones, se puedan financiar para su 
comercialización en el país.

Artículo 15. El Gobierno nacional, establecerá 
cupos académico gratuitos y específicos, para la 
formación de profesionales docentes relacionados 
con la atención integral a la población con disca-
pacidad en las áreas que requieren las Instituciones 
Educativas, de forma tal que los PEI se fortalezcan.

Artículo 16. Las Secretarías de Educación o 
quien haga sus veces, supervisarán que las insti-
tuciones educativas, cuenten con personal idóneo 
para conformar el Comité Pedagógico de apoyo al 
proceso educativo de los estudiantes con discapa-
cidad, de forma tal que en cada caso encuentren 
respuestas idóneas, oportunas, de calidad, respeto 
y dignidad. Dicho comité supervisará y garantiza-
rá que los estudiantes tengan acceso, ingreso, per-
manencia, evaluación, egreso, paso a la educación 
universitaria, artística, deportiva, ocupacional, de-
portiva, cultural o social que los estudiantes y sus 
familias consideren más productivo. Dicho comité 
deberá manejar eficiente y oportunamente la rela-
ción intersectorial con todos los sectores que se re-
quieran para que los procesos se cumplan.

Artículo 17. El Ministerio de Educación Na-
cional y las Secretarías de Educación o quien haga 
sus veces, supervisará, vigilará y garantizará, que 
las Instituciones de Educación inicial, básica, me-
dia, vocacional, técnica, tecnológica y universitaria 
adapten su infraestructura, planta física y servicios 
conexos, a las condiciones de acceso y accesibili-
dad física y comunicativa de los estudiantes con 
discapacidad.

Artículo 18. El Ministerio de Educación Nacio-
nal deberá transversalizar la temática de la atención 
educativa a la población con discapacidad en su 
diseño institucional y en todas sus dependencias, 
de forma tal que garantice que todos sus servicios, 
programas, proyectos, resoluciones y reglamenta-
ciones reconozcan las necesidades y existencia de 
esta población, desde el marco de la Convención de 
Derechos de las Personas con Discapacidad.

CAPÍTULO V

Sobre el trabajo

Artículo 19. Modifíquese el parágrafo 1° del ar-
tículo 3° de la Ley 1221 de 2008 el cual quedará 
así:
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“Parágrafo 1°. Teletrabajo para población vul-
nerable. El Ministerio de la Protección Social, den-
tro de los seis (6) meses siguientes a la promul-
gación de esta ley, formulará una política pública 
de incorporación al teletrabajo de la población vul-
nerable (Personas con discapacidad, personas que 
tengan a su cuidado a persona(s) con discapacidad, 
población en situación de desplazamiento forzado, 
población en situación de aislamiento geográfico, 
mujeres cabeza de hogar, población en reclusión, 
personas con amenaza de su vida).

Adicionalmente el Ministerio estará encargado 
de apoyar el desarrollo de los sistemas de seguridad 
de información de aquellas empresas que contraten 
población con discapacidad bajo la modalidad de 
teletrabajo”.

CAPÍTULO VI

Sobre la vivienda

Artículo 20. Modifíquese el numeral 3 del artí-
culo 20 de la Ley 1618 de 2013 así:

“El Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio 
implementará en un plazo máximo de un año, los 
ajustes a sus programas y políticas con el fin de 
asegurar los recursos y establecer los mecanismos 
necesarios, para que del total de los subsidios de 
vivienda que se asignen, como mínimo un 8% 
sean subsidios especiales para ajustes locativos de 
viviendas y adquisición de vivienda nueva, y un 
mínimo de un 2% para compra de vivienda usada 
de las personas con discapacidad de los niveles 1, 2 
y 3 del Sisbén, atendiendo al enfoque diferencial y 
de accesibilidad en concordancia con el artículo 19 
de la Ley 1346 de 2009”.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 13 numeral 
4 de la Ley 1618 de 2013 así:

“El Fondo Nacional de Ahorro o quien hagas 
sus veces, otorgará créditos para la adquisición de 
vivienda nueva o usada, y de educación a las perso-
nas con discapacidad, con una tasa de interés pre-
ferencial. El Fondo reglamentará la materia con 
acciones afirmativas y procedimientos accesibles”.

Artículo 22. Exoneración del pago de boleta fis-
cal, impuestos notariales y de escrituración para la 
población con discapacidad que se encuentre en las 
siguientes condiciones.

a) Compre vivienda nueva por primera vez;

b) Adquiera vivienda nueva o usada por situa-
ción de desalojo, causa de conflicto social o armado, 
falla geológica, fallas estructurales en la construc-
ción por negligencia, edificación en sitios no aptos 
o estafa por parte del constructor, desastre natural 
o terrorismo. Se incluyen los casos en que deba en-
tregar su vivienda al Gobierno para construcción de 
obra nacional, departamental o municipal.

Artículo 23. El Ministerio de Vivienda en con-
junto con las Cajas de Compensación familiar, se 
encargará de generar un registro único de subsidios 
asignados a la población con discapacidad y dispo-

nible a consulta, en concordancia con la obligato-
riedad de la ley de transparencia y de acceso a la 
información pública.

CAPÍTULO VII

Sobre la rehabilitación

Artículo 24. El Ministerio de Salud y Protec-
ción Social, incluirá en los planes de beneficios 
del POS el suministro de sillas de ruedas, pañales, 
sondas y cualquier otra tecnología de apoyo o asis-
tencia, que mejore el desempeño en la ejecución de 
las actividades de vida diaria de las personas con 
discapacidad y de la tercera edad.

Parágrafo. Los beneficios que se incluyan de-
berán estar expresamente definidos en el manual 
de buenas prácticas de manufactura previo análisis 
técnico de costo-efectividad, y así mismo el gobier-
no fijará los topes económicos para las mismas. El 
manual deberá determinar entre otros, la competen-
cia de los actores que deben prescribirlas, fabricar-
las, adaptarlas y entrenar a los usuarios de las mis-
mas en su uso, así como aspectos relacionados con 
su mantenimiento, vigilancia y seguimiento.

Artículo 25. Modifíquese el artículo 59 de la 
Ley 1430 de 2010 así:

“Las personas con discapacidad podrán importar 
o recibir donaciones, de todo tipo de artículos, ele-
mentos y bienes que mejoren su grado de indepen-
dencia, autonomía y calidad de vida, libres de cual-
quier gravamen, licencia y/o impuesto arancelario 
nacional, incluyendo sillas de ruedas y vehículos 
automotores, siempre y cuando se encuentren adap-
tados al uso personal.

Parágrafo 1º. La misma exención será aplicable 
a los repuestos originales de alta calidad de los ele-
mentos a los que se refiere este artículo.

Parágrafo 2º. El vehículo a que se refiere el 
presente artículo deberá ser matriculado únicamen-
te a nombre de la persona con discapacidad, y no 
podrá trasladar su dominio antes de cinco (5) años, 
contados a partir de la fecha de la matrícula. El in-
cumplimiento de esta disposición acarreará la pér-
dida del derecho de exención tributaria e inhabili-
tará definitivamente a la persona con discapacidad 
para obtener este beneficio.

Parágrafo 3º. El Ministerio de Protección So-
cial en cabeza de su dirección de discapacidad, es-
tablecerá los elementos objeto de la exención de la 
que trata este artículo. Y la identificación que por-
tará la persona en esta condición para el acceso a 
este beneficio”.

Artículo 26. Los bienes, artículos fabricados o 
ensamblados en Colombia diseñados para ser usa-
dos por una persona con discapacidad, podrán ad-
quirir licencia de exportación libre de gravámenes.

Artículo 27. La Dirección de Impuestos y Adua-
nas Nacionales, como el Ministerio de Hacienda, 
tendrán un plazo máximo de 6 meses a partir de la 
vigencia de la presente ley para crear e identificar 
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las partidas arancelarias de importación y exporta-
ción que permitan las exenciones señaladas en la 
presente ley.

CAPÍTULO VIII

Disposiciones generales

Artículo 28. Los diferentes Ministerios dispon-
drán en sus planes de comunicaciones, por lo me-
nos una vez al año, campañas de sensibilización de 
difusión nacional, que creen, fomenten, divulguen 
una cultura de respeto y apoyo a la población con 
discapacidad, sus familias y cuidadores, en el mar-
co de las directrices de la Política Pública de Dis-
capacidad del Sistema Nacional de Discapacidad, o 
quien haga sus veces

Artículo 29. El Ministerio de las TIC y la Auto-
ridad Nacional de Televisión, generarán convoca-
torias conjuntas para que los canales de televisión 
pública, comunitaria y emisoras, puedan acceder 
a fondos públicos del Fondo de Comunicaciones, 
para la creación de programas culturales, novelas 
e informativos que estén dirigidos a la inclusión 
social de las personas con discapacidad, al igual 
que el reconocimiento de sus derechos y del rol que 
cumplen sus familias y cuidadores.

Artículo 30. El Gobierno nacional, diseñará e 
implementará un sistema informativo de asesoría 
gratuita para la población con discapacidad, que le 
oriente sobre sus derechos y deberes, como del ac-
ceso a los servicios, programas, rutas y beneficios 
del Estado. Para este fin, implementará servicios de 
interpretación de lengua de señas, audio-descrip-
ción, braille y otros apoyos que garanticen el ac-
ceso a la información por parte de la población con 
discapacidad, sus familias y cuidadores.

Artículo 31. El Gobierno como fuente adicional 
de financiamiento a esta ley, creará y definirá la 
estampilla “Pro Discapacidad”, que responderá a la 
necesidad de recursos para equiparar las oportuni-
dades de esta población en igualdad de condiciones.

Artículo 32. El Gobierno reglamentará las dis-
posiciones contenidas en la presente ley, y buscará 
garantizar que cada una de estas se cumpla espe-
cialmente para la población con discapacidad de los 
municipios más apartados del país.

Artículo 37. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga todas las demás disposiciones 
que le sean contrarias.

De los honorables Senadores Ponentes,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los cuatro (4) días del mes de 
mayo del año dos mil dieciséis (2016)

En la presente fecha se autoriza la publicación 
en Gaceta del Congreso de la República, el si-
guiente informe de ponencia para primer debate.

Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en 
el inciso 5º del artículo 2º de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

TEXTOS DEFINITIVOS DE PLENARIA
TEXTO DEFINITIVO  

APROBADO EN SESIÓN PLENARIA  
EL DÍA 17 DE MAYO DE 2016  

AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 11 DE 2016

por el cual se incluye el artículo 11-A dentro del 
Capítulo I del Título II de la Constitución Política 

de Colombia.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Inclúyase el artículo 11-A dentro 
del Capítulo I del Título II de la Constitución, el 
cual quedará así: 

Artículo 11A. Todo ser humano tiene derecho 
al acceso al agua. El agua es un recurso natural de 
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uso público, esencial para el desarrollo social, am-
biental, económico y cultural de los colombianos. 

Su uso prioritario es el consumo humano sin de-
trimento de su función ecológica.

El Estado colombiano garantizará la protección, 
conservación, recuperación y manejo sostenible del 
recurso hídrico y de los ecosistemas. 

Artículo 2°. El presente Acto legislativo rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las nor-
mas que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo esta-
blecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 
permito presentar el texto definitivo aprobado en 
Sesión Plenaria del Senado de la República del día 
17 de mayo de 2016, al Proyecto de Acto Legisla-
tivo número 11 de 2015, por el cual se incluye el 
artículo 11-A dentro del Capítulo I del Título II de 
la Constitución Política de Colombia.

Cordialmente,

 

El presente texto definitivo, fue aprobado sin 
modificaciones en Sesión Plenaria del Senado de la 
República el día 17 de mayo de 2016, de conformi-
dad con el texto propuesto para segundo debate. 

* * *
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